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2 Los Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas: origen y contenido

Los Principios Rectores para la Búsqueda 
de Personas Desaparecidas: 
origen y contenido 

Introducción 

Los Principios Rectores para la Búsqueda de Perso-
nas Desaparecidas (en adelante también «Principios» 
o «Principios Rectores») fueron aprobados por el Co-
mité contra la Desaparición Forzada (en adelante tam-
bién «el Comité») el 16 de abril de 2019, en su décimo 
sexto período de sesiones, realizado en Ginebra del 8 
al 18 de abril de 2019.

Este texto tiene el propósito de comentar algunos as-
pectos relativos a estos Principios Rectores. Para ello, 
procederemos de la siguiente manera: en primer lugar, 
nos referiremos brevemente a la Convención interna-
cional para la protección de todas las personas contra 
las desapariciones forzadas (en adelante también «la 
Convención» o «la Convención Internacional») y al 
Comité contra la Desaparición Forzada. Luego, pre-
sentaremos el contenido de la obligación de búsqueda 
bajo la Convención. Posteriormente, abordaremos el 
origen de los Principios Rectores en el Comité. Final-
mente, nos referiremos a los Principios Rectores en 
conjunto y al contenido de algunos de ellos.

Con independencia del contenido jurídico del de-
ber de búsqueda, para las víctimas de desaparición 
forzada es de suma importancia que las personas 

 desaparecidas sean buscadas, localizadas y su suer-
te y paradero establecidos. Para cumplir este deber 
de manera efectiva es igualmente importante pro-
mover y difundir el contenido de los Principios 
Rectores entre los funcionarios públicos encarga-
dos de buscarlas y entre sus familiares y allegados 
y todas aquellas personas con un interés legítimo en 
encontrarlas.

La incertidumbre de la desaparición no se aguanta y tiene urgencia. La mayor parte de las 
noches el insomnio se hace largo y siempre tienes las mismas cosas en la cabeza: ¿qué estará 
haciendo?, ¿que le habrá pasado?, ¿dónde andará?, ¿estará sufriendo?, ¿estará vivo?, ¿es-
tará muerto? … No hay manera de parar ese diálogo interior que se convierte a veces en un 
pensamiento que sigue dando vueltas y vueltas. Continúa en los sueños en los que te aparece o 
en los que buscas algo perdido que nunca encuentras. / En las noches de insomnio, los padres 
hablan sobre el hijo, se dan ánimos y abrazos. Cuando te levantas, la urgencia sigue estando 
ahí. Es angustiante no saber qué hacer, para dónde ir. Mientras las familias viven esta angus-
tia el resto del mundo no tiene prisa1.

María Clara Galvis Patiño*
Néstor Oswaldo Arias Ávila**

* María Clara Galvis Patiño es abogada de la Universidad Externado de 
Colombia y docente-investigadora de la misma universidad, en derecho 
internacional de los derechos humanos. Integró el Comité de la ONU 
contra la Desaparición Forzada entre el 1 de julio de 2015 y el 30 de 
junio de 2019 y fue vicepresidenta del mismo a partir de 2017. Las 
opiniones expresadas en este artículo de ninguna manera comprometen 
las posiciones oficiales del Comité ni de la ONU. Durante su mandato 
en el Comité, la autora, junto con Rainer Huhle, fue relatora para la 
preparación de los Principios Rectores e hizo parte del grupo de trabajo 
interno encargado de las acciones urgentes. Dado el carácter confiden-
cial de estas acciones, las afirmaciones realizadas en este documento 
no aluden a casos ni a países específicos. Por demás, esas afirmaciones 
coinciden, en general, con el contenido de los informes sobre acciones 
urgentes publicados por el Comité en sus informes anuales. La autora 
agradece a Tatiana Rincón Covelli y a Rainer Huhle, por sus pertinentes 
comentarios, que enriquecieron este texto.

** Néstor Oswaldo Arias Avila es abogado de la Universidad de los Andes 
y Especialista en Derechos Humanos del Instituto de Derechos Huma-
nos de la Universidad Complutense de Madrid, España.

1 Carlos Martín Beristaín. El Tiempo de Ayotzinapa. Foca Investigación 
153. Ediciones Akal, Madrid, España, 2016, pág. 81.
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1. La Convención internacional para 
la protección de todas las personas 
contra las desapariciones forzadas 

Los Principios Rectores para la Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas se adoptaron con fundamento, 
principalmente, en la Convención internacional 
para la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas, que contiene, entre otros 
aspectos, la obligación de los Estados de buscar, 
localizar, liberar, exhumar, identificar, entregar el 
cuerpo sin vida2 o restituir la identidad de las perso-
nas desaparecidas, según corresponda, y en el man-
dato del Comité contra la Desaparición Forzada.

1.1. La Convención internacional para 
la protección de todas las personas 
contra las desapariciones forzadas

La Convención internacional para la protección 
de todas las personas contra las desapariciones for-
zadas fue adoptada el 20 de diciembre de 2006 y 
entró en vigor el 23 de diciembre de 2010, luego de 
la ratificación o adhesión de 20 Estados3. La Con-
vención tiene la finalidad de prevenir las desapari-
ciones forzadas y luchar contra la impunidad de este 
delito4.

En tanto tratado internacional, la Convención 
consta de tres partes: una primera, en la que se esta-
blecen las obligaciones estatales y los derechos de 
las víctimas de desaparición forzada, una segunda, 
dedicada al órgano de supervisión previsto en el 
tratado, y una tercera, sobre aspectos del derecho 
internacional de los tratados relativos a la entrada 
en vigor de la Convención y a su interpretación y 
aplicación.

En la primera parte (arts. 1 a 25), la Convención 
Internacional establece, entre otros aspectos: el dere-
cho de toda persona a no ser sometida a desaparición 
forzada y la prohibición absoluta de practicar la 
desaparición forzada, que representa un importante 
avance en el derecho internacional de los derechos 
humanos, dado que esta Convención es el primer 
instrumento internacional que consagra aquel dere-
cho5; la descripción de la conducta; la obligación del 
Estado de tipificar la desaparición forzada en sus dos 
modalidades, como delito autónomo y como crimen 
de lesa humanidad; la obligación de investigar el de-
lito de manera rápida, exhaustiva e imparcial, esta-
blecer los responsables de esas conductas y sancio-
narlos adecuadamente; la prohibición de detención 
en secreto y las garantías para una legítima priva-
ción de la libertad; la prohibición de devolución, cuando 
exista riesgo para una persona de ser sometida a desa-
parición forzada; la obligación de buscar, localizar 
y liberar a las personas desaparecidas y en caso de 
fallecimiento, buscar, respetar y restituir sus restos; 
los derechos de las víctimas de esta grave violación 
de derechos humanos, incluido el de la persona desa-
parecida a ser buscada, y la protección de los niños y 
niñas sometidos a desaparición forzada, incluido el 
derecho a que su identidad sea restituida.

En la segunda parte (arts. 26 a 36), el tratado dis-
pone que «se constituirá un Comité contra la Desapa-
rición Forzada» y regula lo relativo a su integración, 
a los requisitos y a la elección de sus miembros, a 
su mandato y funciones, así como a la cooperación 
con otros órganos de Naciones Unidas, con institu-
ciones regionales intergubernamentales e institucio-
nes nacionales y a la colaboración con otro comités 
convencionales.

La tercera parte (arts. 37 a 45) desarrolla lo rela-
cionado con la firma, ratificación, adhesión y entrada 
en vigor de la Convención como tratado internacio-
nal y para cada Estado Parte. Esta tercera parte tam-
bién contiene disposiciones sobre la interpretación y 
aplicación de la Convención, la solución de contro-
versias, la presentación y trámite de enmiendas y las 
relaciones con el derecho internacional humanitario.

2 Aunque la Convención se refiere a los restos o a los restos de la per-
sona fallecida (arts. 15, 17.3.g., 18.1.g, 24.3), muchas víctimas de 
desaparición forzada no usan estas expresiones; se refieren más bien al 
cuerpo sin vida de su ser querido. En los Principios Rectores se usó la 
expresión restos, por ser la empleada por la Convención. Sin embargo, 
en los comentarios a los Principios, hablaremos de cuerpo sin vida.

3 Los 20 primeros Estados que ratificaron o se adhirieron a la Convención 
Internacional son, en orden cronológico: Albania, Argentina, México, Hon-
duras, Francia, Senegal, Bolivia, Cuba, Kazajistán, Uruguay, Malí, Japón, 
Nigeria, España, Alemania, Ecuador, Burkina Faso, Chile, Paraguay e 
Irak. Fuente: Naciones Unidas, Colección de Tratados: www.treaties.un.org

4 Convención internacional para la protección de todas las personas con-
tra las desapariciones forzadas, sexto considerando del preámbulo.

5 Naciones Unidas. Desapariciones Forzadas o Involuntarias. Folleto In-
formativo No 6/rev3, pág. 9 y María Clara Galvis Patiño, prólogo al li-
bro de Carlos Mauricio López Cárdenas, «Las desapariciones forzadas 
de personas y su evolución en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos», Biblioteca de Derechos Humanos, Instituto Berg de Dere-
chos Humanos, Madrid, España, junio de 2018, pág. 20.
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1.2. El Comité contra la Desaparición 
       Forzada 

La Convención Internacional –la última en ser adop-
tada y en entrar en vigor en el sistema de protección de 
las Naciones Unidas basado en órganos de tratados– es-
tablece el Comité contra la Desaparición Forzada, como 
órgano que supervisa el cumplimiento de las obligacio-
nes estatales consagradas en la Convención. Este Comi-
té cumple funciones similares a las de los demás comi-
tés convencionales y tiene otras que le son propias. Así, 
el Comité contra la Desaparición Forzada, al igual que 
sus pares, tiene como funciones: i) supervisar el cumpli-
miento, por parte de los Estados, de las obligaciones con-
vencionales, mediante el examen de los informes estata-
les y la formulación de observaciones finales (art. 29)6;  
ii) examinar, previa aceptación de la competencia con-
tenciosa del Comité por cada Estado Parte, comunica-
ciones individuales (art. 31) e interestatales (art. 32) y 
iii) efectuar visitas y, como resultado de ellas, formular 
recomendaciones (art. 33). Los mecanismos propios 
del Comité, en atención al objetivo principal de la Con-
vención de prevenir las desapariciones forzadas, son: 
i) examinar «peticiones de actuar de manera urgente», 
más conocido como mecanismo de acciones urgentes 
(art. 30) y ii) poner a consideración de la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas, con carácter urgente, las 
cuestiones relacionadas con la práctica generalizada y 
sistemática de desapariciones forzadas en el territorio 
de un Estado Parte (art. 34).

El Comité está compuesto por diez expertos o ex-
pertas independientes. Se integró el 31 de mayo de 
2011, en la primera reunión de Estados Parte, lleva-
da a cabo, en esa fecha, en Nueva York, en la que 
dichos Estados eligieron a diez personas, de la lista 
de candidatos presentados por ellos. El Comité co-
menzó a funcionar el 8 de noviembre de 2011, fecha 
de inicio de su primer periodo de sesiones.

Hasta la fecha (agosto de 2019), el Comité ha 
emitido observaciones finales sobre los informes 

presentados por 31 Estados Parte, de conformidad 
con el artículo 29.1 de la Convención7. Los 31 Es-
tados respecto de los cuales el Comité ha adoptado 
observaciones finales son: Uruguay, Francia, Argen-
tina y España, en 2013; Alemania, Holanda, Bélgi-
ca y Paraguay, en 2014; México, Armenia, Serbia, 
Irak y Montenegro, en 2015; Túnez, Burkina Faso, 
Kazajistán, Bosnia & Herzegovina y Colombia, en 
2016; Cuba, Senegal, Ecuador, Lituania y Gabón, en 
2017; Honduras, Austria, Albania, Japón y Portugal, 
en 2018 e Italia, Chile y Perú, en el primer semestre 
de 2019.

 En cuanto a las acciones urgentes, desde 2012, 
cuando se registró la primera, el Comité ha solicita-
do adoptar medidas urgentes respecto de un núme-
ro de 770 personas, habitantes o con ciudadanía de 
15 Estados Parte de la Convención. Estos son, en 
orden alfabético: Argentina, Armenia, Brasil, Cam-
boya, Colombia, Cuba, Honduras, Irak, Kazajistán, 
Lituania, Marruecos, Mauritania, México, Sri Lanka 
y Togo.

2. La obligación de búsqueda en la 
Convención internacional para la 
protección de todas las personas 
contra las desapariciones forzadas

 
La Convención no desarrolló la obligación de 

buscar a las personas desaparecidas de manera espe-
cífica, en un artículo, como sí lo hizo, por ejemplo, 
con la obligación de investigar el delito de desapa-
rición forzada, a la que le dedicó el artículo 12. Pa-
reciera entonces, desde esta perspectiva, que la Con-
vención Internacional le hubiera dado menor peso a 
la obligación de buscar y localizar que a la de inves-
tigar la conducta delictiva y que la primera hubie-
ra sido relegada con relación a la segunda. Esto, tal 
vez, porque en muchos países, la cultura jurídica ha 
llevado a que las tareas de búsqueda y localización 
se realicen en el marco de las investigaciones judi-
ciales para establecer la responsabilidad penal de los 
autores del delito. 

Sin embargo, la obligación de buscar y localizar a las 
personas desaparecidas tiene un tratamiento autónomo 

6 La función de supervisión de los informes que presentan los Estados, por 
parte del Comité contra la desaparición forzada, tiene una particularidad: 
mientras que en los demás comités convencionales esta función es periódi-
ca, de manera que los Estados deben presentar informes cada dos, cuatro o 
cinco años, según disponga el tratado, la Convención internacional para la 
protección de todas las personas contra la desaparición forzada no dispuso 
la presentación de informes periódicos sino la presentación de un informe 
inicial, dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigor de la Conven-
ción para el Estado Parte. Luego, el Comité podrá pedir al Estado Parte de 
que se trate información complementaria (art. 29.4).

7 Ver, Comité contra la Desaparición Forzada, Observaciones Fina-
les: https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/TB-
Search.aspx?Lang=en&TreatyID=2&DocTypeID=5
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en la Convención internacional para la protección de 
todas las personas contra las desapariciones forzadas 
y se encuentra desarrollada con claridad a lo largo 
del tratado, en los artículos 15, 19, párrafo 1, 24, pá-
rrafos 2 y 3 y 25, párrafos 2 y 3, además del artículo 
12, dedicado a la investigación penal del delito de 
desaparición forzada.

A partir del texto convencional, la obligación de 
adoptar todas las medidas apropiadas para buscar y 
localizar a las personas desaparecidas, incluidas las de 
cooperar entre sí y prestarse todo el auxilio posible, 
se concreta en obligaciones más precisas, según dife-
rentes situaciones: cuando la persona es encontrada  
i) con vida, ii) con otra identidad o iii) sin vida. En el 
primer caso, la Convención establece que la obliga-
ción de los Estados consiste en liberar a la persona 
(arts. 15 y 24.3). En relación con la situación de los 
niños o niñas que hubieren sido apropiados luego de 
haber sido sometidos a desaparición forzada o de que 
su padre, madre o representante legal hubiere sido so-
metido a desaparición forzada o de haber nacido du-
rante el cautiverio de su madre sometida a desaparición 
forzada, los Estados deben identificarlos y restituir-
les su identidad (art. 25, párrafos 2 y 3). Y cuando la 
persona es encontrada sin vida, los Estados tienen la 
obligación de exhumar, identificar, respetar y resti-
tuir sus restos (arts. 15 y 24.3).

La autonomía de la búsqueda respecto de la in-
vestigación del delito de desaparición forzada se re-
fleja en la Convención, al establecer que en el mar-
co de aquella, las informaciones personales que se 
recaben y/o transmitan no pueden ser reveladas o 
utilizadas con fines distintos a la búsqueda, salvo 
para los procesos penales relativos al delito o para 
ejercer el derecho a la reparación (art. 19.1). Si los 
Estados que redactaron la Convención Internacional 
no hubieran tenido un entendimiento de la búsqueda 
como una obligación independiente de la investiga-
ción penal del delito de desaparición forzada, no ha-
brían incluido en el tratado el contenido del artículo 
19, párrafo 1.

El carácter autónomo de la obligación de buscar 
y localizar a las personas desaparecidas tiene en la 
Convención otra manifestación clara y expresa, al 
distinguir entre la función del Comité de examinar, 
de manera urgente, las peticiones presentadas en 
nombre de una persona desaparecida a fin de que 

sea buscada y localizada (art. 30), y la de recibir 
y examinar comunicaciones presentadas por perso-
nas que aleguen ser víctimas de violaciones de las 
disposiciones de la Convención por un Estado Parte 
(art. 31).

La autonomía de la obligación de buscar y loca-
lizar a las personas desaparecidas también se refleja 
en la Convención al establecer expresamente el dere-
cho de las víctimas de desaparición forzada a conocer la 
suerte de su ser querido (art. 24.2). Para garantizar este 
derecho no basta con la obligación de investigar al autor 
o autores del delito, además, se requiere una obligación 
apropiada para ello, que no es otra que la de buscar. En 
efecto, y aunque pueda parecer obvio, no deja de ser 
pertinente resaltar que para establecer la suerte de una 
persona sometida a desaparición forzada es indispensa-
ble buscarla. Esto se evidencia también en el marco de 
las acciones urgentes, donde la Convención establece 
que la cooperación del Comité con el Estado Parte pro-
seguirá «mientras la suerte de la persona desaparecida 
no hay sido esclarecida» (art. 30).

La obligación de los Estados de buscar y locali-
zar a las personas desaparecidas se establece entonces 
como una obligación propia y distinta de la obligación 
que tienen los Estados, de acuerdo con la Convención, 
de extraditar o ejercitar la acción penal en casos de 
desaparición forzada (art. 11) y de realizar una in-
vestigación rápida, exhaustiva e imparcial del delito 
de desaparición forzada (art. 12).

La obligación de buscar y localizar a las perso-
nas desaparecidas ha sido reafirmada por el Comité 
en algunas de sus observaciones finales, por ejem-
plo, al recordarle a España «que la búsqueda de las 
personas que han sido sometidas a desaparición for-
zada y el esclarecimiento de su suerte son obliga-
ciones del Estado aun cuando no se haya presentado 
una denuncia formal»8. Y al recomendarle a Burkina 
Faso mantener en su legislación el equilibrio entre 
los derechos de los allegados de la persona desapa-
recida y los derechos de la persona desaparecida, 
en particular la obligación de búsqueda, el Comité 
recordó que esta obligación le «incumbe al Estado 
parte»9.

8 Comité contra la Desaparición Forzada, Observaciones finales sobre el 
informe presentado por España en virtud del artículo 29, párrafo 1, de la 
Convención. Doc. CED/C/ESP/CO/1, 12 de diciembre de 2013, párr. 32.

9 Comité contra la Desaparición Forzada, Observaciones finales sobre el 
informe presentado por Burkina Faso en virtud del artículo 29, párrafo 1, 
de la Convención. Doc. CED/C/BFA/CO/1, 24 de mayo de 2016, párr. 40.
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En algunos países la búsqueda tiene un carácter 
humanitario, debido tal vez a la influencia del dere-
cho internacional humanitario y del Grupo de Traba-
jo sobre desapariciones forzadas o involuntarias, que 
le ha dado a la búsqueda tal carácter10. En el ámbito 
del derecho internacional humanitario, inspirados en 
el principio de humanidad, los Estados que adopta-
ron el Protocolo I adicional a los convenios de Gi-
nebra relativo a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados internacionales, acordaron que 
desde el fin de las hostilidades activas, cada Parte 
en conflicto buscará a las personas cuya desaparición 
haya señalado la parte adversa (art. 33). El innegable 
carácter humanitario de la búsqueda, orientada a ali-
viar el extremo sufrimiento que experimentan quie-
nes tienen a un ser querido desaparecido, no riñe en 
absoluto con su carácter jurídico. Ambos aspectos se 
complementan y fortalecen mutuamente. La búsque-
da realizada desde una perspectiva exclusivamente 
jurídica puede convertirse en una actividad fría y for-
mal y con una búsqueda con enfoque exclusivamente 
humanitario se puede diluir su carácter obligatorio.

El desarrollo de la obligación de búsqueda en la 
Convención Internacional representa un avance en 
relación con la protección jurídica a nivel regional 
interamericano, respecto del texto de la Convención 
interamericana sobre desaparición forzada de perso-
nas, que se refiere a la búsqueda únicamente en el 
marco de la cooperación entre Estados y solo para 
efectos de la «búsqueda, identificación, localización 
y restitución de menores que hubieren sido trasla-
dados a otro Estado o retenidos en éste, como con-
secuencia de la desaparición forzada de sus padres, 
tutores o guardadores» (art. XII).

3. El origen de los Principios Rectores 
en el Comité contra la Desaparición 
Forzada

Para dar cuenta del proceso de discusión y ela-
boración de los Principios, que tuvo lugar al interior 
del Comité contra la Desaparición Forzada y que cul-
minó con la aprobación de los Principios Rectores el 
16 de abril de 2019, nos referiremos  a la decisión 

del Comité de adoptar los Principios, como respuesta 
a la necesidad acuciante de las víctimas de desapa-
rición forzada de buscar a sus seres queridos, a la 
metodología utilizada para su adopción y a la parti-
cipación en el proceso de muchas personas y grupos 
interesados en la efectividad de la búsqueda.

3.1. El Comité decide estudiar la 
       obligación convencional de buscar 
       a las personas desaparecidas

El Comité, en su décimo período de sesiones, 
celebrado del 7 al 18 de marzo de 2016, consideró 
que era oportuno abordar el estudio de la obligación 
de búsqueda y determinar su contenido y alcance, 
con miras a la adopción de un comentario general. 
Los debates al interior del Comité y con las orga-
nizaciones de la sociedad civil conducirán a dejar 
de lado la idea de un comentario general y a optar 
por la elaboración de otro tipo de instrumento: los 
Principios Rectores. Las voces de los familiares de 
las víctimas de desaparición forzada, de las perso-
nas y organizaciones involucradas en los procesos 
de búsqueda y de los expertos internacionales, a lo 
largo del proceso de elaboración y adopción de los 
Principios, coincidieron en la necesidad y mayor 
utilidad de un instrumento con vocación práctica, 
orientado a servir de guía para resolver situaciones 
concretas, más que meramente interpretativo de las 
obligaciones convencionales.

La decisión del Comité de avocarse al estudio de la 
obligación de búsqueda provino de los informes estata-
les, de la información suministrada por los Estados du-
rante los diálogos constructivos de estos con el Comité 
y de la obtenida, en el marco del trámite de las acciones 
urgentes, a partir del intercambio con los Estados y los 
peticionarios. Esta información le permitió al Comité 
constatar que en los diferentes países y regiones geo-
gráficas, los familiares de personas sometidas a desa-
parición forzada tienen la misma necesidad: encontrar 
a sus seres queridos. Aquella información también le 
permitió al Comité verificar los diferentes obstáculos 
que se presentan en los Estados en el cumplimiento 
de las obligaciones convencionales y, en especial, en 
la de buscar a las personas desaparecidas. Las accio-
nes urgentes, en particular, le permitieron conocer de 
cerca el marco normativo, los recursos institucionales, 
económicos y de personal que requieren las entidades 

10 El Consejo de Derechos Humanos alentó al Grupo de Trabajo a ob-
servar, «en su misión humanitaria», las normas y prácticas de las 
Naciones Unidas. Consejo de Derechos Humanos. Resolución 7/12. 
Doc. A/HRC/7/L.11, 27 de marzo de 2008, párrafo 2.(b).
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11 Informe del Comité contra la Desaparición Forzada sobre el undéci-
mo y el duodécimo período de sesiones. Doc. A/72/56, párr. 14.d.

12 Informe del Comité contra la Desaparición Forzada sobre el 13er y 
el 14º período de sesiones. Doc. A/73/56, párr. 3, Doc. CED/C/13/1 
(programa provisional anotado del 13er periodo de sesiones).

13  Informe del Comité contra la Desaparición Forzada sobre el 13er y 
el 14º período de sesiones. Doc. A/73/56, párr. 14.g.

14  Ídem.

encargadas de la búsqueda, así como las buenas prác-
ticas, los obstáculos y las falencias que inciden en el 
cumplimiento deficiente del deber convencional de 
buscar a las personas desaparecidas. 

3.2. El Comité decide crear un grupo 
       de trabajo sobre la obligación de 
 búsqueda 

En su décimo-primer período de sesiones, reali-
zado del 3 al 14 de octubre de 2016, el Comité de-
cidió establecer «un grupo de trabajo encargado de 
redactar una nota conceptual sobre la investigación 
de las desapariciones y la búsqueda de las personas 
desaparecidas, de conformidad con la Convención y 
la jurisprudencia del Comité»11. 

En el décimo tercer período de sesiones, celebra-
do del 4 al 15 de septiembre de 2017, el Comité llevó 
a cabo un «debate temático sobre la obligación pre-
vista en la Convención de buscar y localizar a las per-
sonas desaparecidas», con la participación de recono-
cidos expertos internacionales en la materia: Carlos 
Beristaín, Gabriella Citroni y Luciano Hazan12. 

Este debate, junto con otras expresiones en el 
mismo sentido, le permitió al Comité optar por la 
idea de elaborar unos Principios Rectores, dada su 
mayor utilidad para los familiares de las víctimas 
de esta grave violación de derechos humanos y las 
personas y grupos involucrados en los procesos de 
búsqueda de personas desaparecidas.

En el decimocuarto período de sesiones, realizado 
del 22 de mayo al 1 de junio de 2018, el Comité de-
cidió pedir a los integrantes del Comité encargados 
del estudio, Rainer Huhle y María Clara Galvis Pati-
ño, «seguir examinando la cuestión de la obligación 
contemplada en la Convención de buscar y localizar 
a las personas desaparecidas y preparar directrices 
sobre esa obligación»13 y preparar un proyecto, para 
examinarlo en el siguiente período de sesiones, «con 
miras a su debate y aprobación en el pleno»14.

3.3. El Comité realiza un proceso de 
       consulta amplio y participativo 

En su decimoquinto período de sesiones, del 5 al 16 
de noviembre de 2018, el Comité: i) examinó un pro-
yecto de documento preparado por el relator y la rela-
tora, consultado con varias organizaciones y expertos 
internacionales15, que tomó en cuenta las prácticas de 
búsqueda existentes en muchos Estados; ii) revisó y 
aprobó en primera lectura el «Proyecto de principios 
rectores para la búsqueda de personas desaparecidas»; 
iii) decidió difundir el Proyecto de Principios Rectores 
e iniciar un proceso de consulta y iv) pidió a los rela-
tores que analizaran todas las contribuciones y presen-
taran un Proyecto de Principios Rectores consolidado, 
en tiempo y forma, para examinarlo en su decimosexto 
período de sesiones, del 8 al 18 de abril de 2019.

En el contexto del proceso de consulta, el Comi-
té invitó a todas las partes interesadas a presentar  
contribuciones escritas sobre el contenido del Proyec-
to de Principios Rectores: Estados Parte, institucio-
nes nacionales de derechos humanos, procedimientos 
especiales de las Naciones Unidas como el Grupo de 
Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involunta-
rias, organizaciones regionales intergubernamentales 
como la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos, organizaciones de la sociedad civil, expertos, aca-
démicos y, en especial, los familiares de las personas 
desaparecidas y sus asociaciones.

El Comité recibió un total de 46 contribuciones es-
critas, que fueron publicadas en su página de internet16. 
De ellas, 28 provinieron de organizaciones de víctimas 
de desaparición forzada y de la sociedad civil17, una 

15  Carlos Martín Beristaín, Gabriella Citroni, Federico Andreu-Guz-
mán y Alejandro Valencia Villa.

16  La página de internet del Comité es: https://www.ohchr.org/EN/HR-
Bodies/CED/Pages/CEDIndex.aspx y la sección donde aparecen pu-
blicadas las contribuciones recibidas es: https://www.ohchr.org/EN/
HRBodies/CED/Pages/SearchDisappearedPersons.aspx

17 Abuelas de Plaza de Mayo, Argentina; Red Africana contra las 
ejecuciones extrajudiciales y la desaparición forzada (ANEKED); 
Asociación Nacional de Promoción y Protección de los Derechos 
del Hombre (ANAPRODH), Camerún; Asociación para la Recupe-
ración de la Memoria Histórica de Cataluña (ARMH); Asia Justicia 
y Derechos (AJAR); Federación Asiática contra las desaparicio-
nes involuntarias; Ciudadanos en Apoyo a los Derechos Humanos 
(CADHAC) y Centro de Derechos Humanos de las Mujeres (CED-
HEM), México; Campaña Nacional contra la Desaparición Forzada 
en México (CNDF); Centro de Derechos Humanos Paso del Norte, 
México; Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), Argenti-
na; Comité de Familiares de Detenidos Desaparecidos en Honduras 
(COFADEH); Comisión de Derechos Humanos (COMISEDH), Perú; 
Comité de Derechos Humanos de Base de Chiapas Digna Ochoa, 

Continúa cita en la página siguiente.



8 Los Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas: origen y contenido

de una institución nacional de derechos humanos18, tres 
de órganos de Naciones Unidas y agencias especiali-
zadas19, dos de organizaciones intergubernamentales20, 
nueve de Estados Partes21 y tres desde la academia22. 
El Comité recibió contribuciones procedentes de cuatro 
continentes; 24 de ellas fueron presentadas en español, 
18 en inglés, tres en francés y una en árabe. Los co-
mentarios recibidos por escrito fueron sistematizados 
y analizados por un equipo de expertas en la materia, 
coordinado por SwissPeace, con el apoyo económico 
del Instituto Alemán de Derechos Humanos.

Durante el proceso de consulta, los relatores re-
cibieron de manera directa múltiples comentarios y 
propuestas al proyecto de parte de expertos. Duran-
te los años 2017, 2018 y 2019, con el apoyo de la 
Oficina del Alto Comisionado las Naciones Unidas 
en México, la Fundación Heinrich Böll Colombia, el 
Instituto Alemán de Derechos Humanos y la Univer-
sidad Externado de Colombia, se organizaron talleres 
de discusión y reuniones internacionales de expertos 
en Berlín23, Bogotá24, Guadalajara y Ciudad de Méxi-
co25, que contaron con la participación de personas y 
organizaciones nacionales, regionales e internaciona-
les. De estos talleres surgieron múltiples propuestas.

3.4. El Comité aprueba los Principios 
Rectores

Teniendo en cuenta el extenso material recibido 
durante el proceso de consulta, en los talleres inter-
nacionales con personas y organizaciones involucra-
das en la búsqueda y en las conversaciones y reuniones 
con expertas y expertos, el relator y la relatora redac-
taron una versión revisada y ampliada de los Princi-
pios Rectores, para la discusión y aprobación por el 
Comité durante su décimo sexto período de sesiones, 
llevado a cabo del 8 al 18 de abril de 2019.

En este período de sesiones, el pleno del Comité 
revisó y aprobó los «Principios rectores para la bús-
queda de personas desaparecidas».

4. Comentarios a los Principios Rectores

En esta parte vamos a referirnos primero a algunos 
aspectos atinentes a los Principios Rectores vistos en 
conjunto, como su propósito, características genera-
les y valor jurídico, y posteriormente, al contenido de 
algunos de ellos.

4.1. Propósito de los Principios Rectores

El Comité, con la adopción de los Principios Rec-
tores, pretende contribuir, en general, a superar los 
obstáculos y las malas prácticas en materia de bús-
queda. A través de la lente del trámite de las accio-
nes urgentes y del diálogo con los Estados Parte y 
los peticionarios de dichas acciones, el Comité ha 
tenido conocimiento directo de algunas de las ma-
las prácticas presentes en los Estados al momento de 
realizar las tareas de búsqueda. Esas malas prácticas 
reflejan falta de aplicación de las obligaciones con-
vencionales y deficiencias en la implementación de 
dichas obligaciones.

4.2. Características generales y valor 
 jurídico de los Principios Rectores

Los Principios Rectores pueden ser aplicados tanto 
por los Estados Parte de la Convención Internacional 
como por aquellos que no lo son. Los Principios son 
una guía importante y útil para enfrentar obstáculos, 

México; Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos (CCEEU); 
Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, Perú; ECCHR, Ber-
lín; Equipo Argentino de Antropología Forense (EAAF); Equitas; 
Fundación de Antropología Forense de Guatemala; Fundación para 
la Justicia y el Estado Democrático de Derecho, México; I(dh)eas, 
México; Organización de Iniciadores por los Derechos Humanos y la 
Democracia (IOHRD), Irak; Madres de Plaza de Mayo, Argentina; 
Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado (MOVI-
CE), Colombia; Sociedad Rumana Independiente por los Derechos 
Humanos; Red Suiza de Estudios Internacionales; Trudy Huskamp 
Peterson (archivista), Estados Unidos; Verdad Ahora, Chipre.

18 Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México.
19 UNICEF, CICR y OACNUDH México.
20 Comisión Internacional sobre Personas Desaparecidas (ICMP) y Co-

misión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).
21 Argentina, Austria, Colombia, Francia, Marruecos, Perú, Sri 

Lanka, Ucrania y Ecuador.
22 Universidad de Bournemouth (Reino Unido), Instituto de Estudios 

Jurídicos de la Academia Polaca de Ciencias y Néstor Oswaldo Arias 
Ávila (especialista en derechos humanos), Colombia.

23 Conferencia «La Búsqueda de víctimas de desaparición forzada: 
estrategias jurídicas y buenas prácticas», realizada los días 3 y 4 
de julio de 2017, en Berlín, con el apoyo del Instituto Alemán de 
Derechos Humanos y la Fundación Heinrich Böll.

24  Conferencia «La Búsqueda de Personas Desaparecidas: una re-
flexión regional», realizada del 26 al 28 de abril de 2018, en Bo-
gotá, con el apoyo de la Fundación Heinrich Böll y la Universidad 
Externado de Colombia.

25  «Coloquio sobre desaparición de personas» y talleres sobre «Princi- 
pios rectores para la búsqueda de personas desaparecidas», reali- 
zados, respectivamente, en Guadalajara, del 1 al 3 de diciembre de 
2018 y en la Ciudad de México, del 4 al 6 de diciembre de 2018, 
con el apoyo de la OACNDUH – México.
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superar malas prácticas y, en general, mejorar los 
procesos de búsqueda que tengan lugar en cualquier 
Estado –sea o no parte de la Convención–, donde 
existan personas desaparecidas que deban ser y/o es-
tén siendo buscadas.

En relación con los Estados Parte de la Conven-
ción Internacional, es preciso anotar que los Princi-
pios Rectores no crean nuevas obligaciones sino que 
precisan el contenido y alcance de las ya estableci-
das en la Convención, con el fin de contribuir a su 
cumplimiento efectivo. La Convención y los Princi-
pios Rectores conforman un cuerpo jurídico (corpus 
iuris) sobre la obligación de buscar y localizar a las 
personas desaparecidas. Por lo anterior, los Estados 
que han ratificado o adherido a la Convención Inter-
nacional no deben entender los Principios de manera 
independiente de esta ni aplicarlos o usarlos en forma 
aislada, sino junto con la Convención y las recomen-
daciones que el Comité ha formulado a los Estados 
Parte. Las autoridades estatales no pueden entonces 
condicionar el uso o aplicación de los Principios 
Rectores a que estos sean previamente ratificados. El 
derecho internacional de los derechos humanos no 
exige ni prevé la ratificación de instrumentos simila-
res, que desarrollan obligaciones internacionales ya 
en vigor, adoptados por órganos convencionales de 
los sistemas universales o regionales de protección 
de derechos humanos. Los Principios Rectores no 
pretenden imponer requisitos o exigencias adiciona-
les como las propias de un proceso de ratificación, 
que dilatan su uso y aplicación inmediata. Por el 
contrario, los Principios Rectores buscan facilitar a 
los Estados el cumplimiento del deber convencional 
de buscar y localizar a las personas desaparecidas, 
mediante disposiciones concretas, basadas en la ex-
periencia del Comité y en la práctica de los procesos 
de búsqueda en varios Estados.

Teniendo en cuenta que los Principios Rectores 
deben entenderse en conjunto con la Convención In-
ternacional y no de manera aislada, a las expresiones 
usadas en los Principios que están consagradas en 
la Convención debe atribuírseles el mismo signifi-
cado que tienen en esta y en las decisiones del Co-
mité que les dan alcance. Por ejemplo, la expresión 
«víctima», que aparece en varias partes del texto de 
los Principios Rectores, corresponde a la del artículo 
24.1 de la Convención, tal como lo indica la intro-
ducción al texto oficial de los Principios. Víctima 
de desaparición forzada es «la persona desaparecida 

y toda persona física que haya sufrido un perjuicio 
directo como consecuencia de una desaparición for-
zada» (art. 24.1). De conformidad con lo anterior, 
son víctimas de desaparición forzada las denomina-
das en los Principios Rectores con las expresiones 
«persona desaparecida», «personas desaparecidas», 
«personas sometidas a desaparición», «familiares», 
«allegados», «personas allegadas a la persona desa-
parecida», «persona con un interés legítimo» y otras 
personas, según las expresiones usadas en cada so-
ciedad, cuando hayan sufrido un perjuicio directo 
como consecuencia de una desaparición forzada.

 Por otra parte, los Principios Rectores pretenden 
ubicarse en un lugar intermedio entre la generalidad 
de las disposiciones del tratado y la especificidad de 
las situaciones que enfrenta cada sociedad al mo-
mento de buscar a las personas desaparecidas. El 
Comité, al precisar y concretar en los Principios el 
contenido de las obligaciones convencionales, pre-
tendió que estos fueran lo suficientemente generales 
como para ser aplicables a situaciones diversas en 
distintas partes del mundo y lo suficientemente es-
pecíficos como para permitir encontrar en ellos res-
puestas a situaciones particulares.

 Los Principios Rectores se caracterizan por su 
brevedad y concreción: se trata de un conjunto de 
16 principios, que abordan, cada uno de ellos, un as-
pecto específico propio de los procesos de búsqueda, 
con la pretensión de servir de guía para la efectividad 
de las búsquedas, en contextos y culturas distintas.

Los 16 principios son: 1. La búsqueda de una per-
sona desaparecida debe realizarse bajo la presunción 
de vida. 2. La búsqueda debe respetar la dignidad 
humana. 3. La búsqueda debe regirse por una polí-
tica pública. 4. La búsqueda debe tener un enfoque 
diferencial. 5. La búsqueda debe respetar el derecho 
a la participación. 6. La búsqueda debe iniciarse sin 
dilación. 7. La búsqueda es una obligación perma-
nente. 8. La búsqueda debe realizarse con una estra-
tegia integral. 9. La búsqueda debe tomar en cuenta 
la particular vulnerabilidad de las personas migran-
tes. 10. La búsqueda debe ser organizada de mane-
ra eficiente. 11. La búsqueda debe usar la informa-
ción de manera apropiada. 12. La búsqueda debe ser 
coordinada. 13. La búsqueda debe interrelacionarse 
con la investigación penal. 14. La búsqueda debe de-
sarrollarse en condiciones seguras. 15. La búsqueda 
debe ser independiente e imparcial. 16. La búsqueda 
debe regirse por protocolos que sean públicos.
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Principios Rectores, de contribuir a superar prácticas 
de falta de aplicación de las obligaciones conven-
cionales: el principio 3, el principio 6 y el principio 
8. Después, comentaremos algunos principios que 
apuntan a superar ciertas deficiencias en la imple-
mentación de las obligaciones convencionales: el 
principio 5, el principio 7 y el principio 13. Final-
mente, comentaremos el principio relativo a nuevas 
formas de desaparición forzada: el principio 9.

4.3. Comentarios sobre algunos de los 
Principios Rectores

Para comentar algunos de los Principios Recto-
res tendremos en cuenta, en primer lugar, aquellos 
que irradian a los demás principios: el principio 1, 
el principio 2 y el principio 4. Posteriormente, co-
mentaremos aquellos que responden de manera más 
concreta al propósito del Comité, al adoptar los 

26 Comité contra la Desaparición Forzada, Observaciones finales sobre 
el informe presentado por Honduras en virtud del artículo 29, párrafo 1, 
de la Convención. Doc. CED/C/HND/CO/1, 25 de mayo de 2018, párr. 
40; y Observaciones finales sobre el informe presentado por Perú en vir-
tud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención. Doc. CED/C/PER/CO/1, 
23 de abril de 2019, párr. 40.

27 Comité contra la Desaparición Forzada, Observaciones finales sobre el 
informe presentado por Honduras en virtud del artículo 29, párrafo 1, de 
la Convención. Doc. CED/C/PRY/CO/1, 20 de octubre de 2014, párr. 30.

Principios que irradian a los demás principios

Principio 1. 
La búsqueda de una persona desapareci-
da debe realizarse bajo la presunción de 
vida

«Vivos se los llevaron, vivos los queremos» es el 
clamor que se escucha a miles de familiares y allega-
dos de las personas desaparecidas, en diferentes partes 
del mundo. Independientemente de los años que hayan 
transcurrido desde la desaparición, muchas madres, 
por ejemplo, conservan intactas las habitaciones de 
sus hijos o hijas, para el momento en que regresen. 
Para muchas víctimas de esta atroz práctica, su ser 
querido desaparecido sigue presente, a tal punto que 
al mencionarlo o al hablar de él, lo hacen en tiempo 
presente, como si estuviera vivo en alguna parte.

Este Principio responde al reconocimiento de la 
legítima esperanza de quienes exigen que sus seres 
queridos sean hallados con vida. Las autoridades 
encargadas de la búsqueda siempre deben realizarla 
con rapidez y diligencia y bajo el entendido de que 
la persona desaparecida se encuentra con vida. Tal 
presunción se mantiene mientras la persona no apa-
rezca, aunque las circunstancias de la desaparición, 
la fecha en que desapareció o el momento en que 
comenzó la búsqueda, hagan pensar que se encuentra 
sin vida. Hasta que no se identifique y se restituya 
a sus familiares su cuerpo sin vida la persona sigue 
estando desaparecida.

Este Principio está relacionado con un aparte del 
Principio 7, sobre la búsqueda como obligación per-
manente. La búsqueda de la persona desaparecida ter-
mina cuando: i) se encuentra con vida y se pone bajo 
la protección de la ley o ii) se encuentra sin vida, se 
identifica plenamente y es recibida en condiciones dig-
nas por sus familiares y allegados.

Buscar a una persona desaparecida bajo la pre-
sunción de que está viva guarda sintonía con la obli-
gación convencional de adoptar disposiciones para 
atender la situación legal de las personas desaparecidas 
mientras su suerte no haya sido aclarada, tales como es-
tablecer en la legislación civil la figura de la ausencia 
por desaparición y no la presunción de muerte por des-
aparición. Si la suerte de la persona no ha sido aclarada 
no debe la legislación civil presumir su muerte. Esto es 
consistente con que sea buscada bajo la presunción de 
que está viva. Al respecto, el Comité, al verificar que la 
legislación civil presume el fallecimiento de la persona 
desaparecida sin haber establecido su suerte, ha reco-
mendado a ciertos Estados establecer en su legislación 
la declaración de ausencia por desaparición forzada26 o 
un procedimiento para obtener tal declaración27. 

En suma, el Comité quiso recoger en este primer 
Principio la actitud de muchos familiares frente a la 
búsqueda de sus seres queridos desaparecidos y el 
sentimiento de esperanza de encontrarlos con vida.

Principio 2. 
La búsqueda debe respetar la dignidad 
humana

El sistema universal de protección de derechos 
humanos y los sistemas regionales tienen como uno 
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de sus principios fundamentales el de dignidad hu-
mana. Los preámbulos de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y de los pactos internaciona-
les de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 
de Derechos Civiles y Políticos, que son fuente de la 
Convención internacional para la protección de todas 
las personas contra las desapariciones forzadas, seña-
lan «que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tie-
nen por base el reconocimiento de la dignidad intrínse-
ca y de los derechos iguales e inalienables de todos 
los miembros de la familia humana»28 y reconocen 
que estos derechos, iguales e inalienables, «se deri-
van de la dignidad inherente a la persona humana»29.

Al Comité han llegado, en el marco de las ac-
ciones urgentes, relatos sobre la falta de empatía e 
insensibilidad de algunas autoridades encargadas 
de la búsqueda y el trato contrario al principio de 
dignidad humana que reciben muchas víctimas en 
diferentes países y regiones. Familiares de personas 
que han sido sometidas a desaparición forzada han 
manifestado al Comité el trato hostil que les dan las 
autoridades estatales, cuando se han acercado a ellas 
para averiguar por el estado de las investigaciones 
iniciadas para establecer el paradero de su familiar, 
incluso cuando han presentado ante esas autorida-
des la solicitud del Comité al Estado Parte de tomar 
todas las medidas urgentes que sean necesarias para 
buscar y localizar a la persona desaparecida. Varias 
madres de jóvenes desaparecidos en las rutas migra-
torias han expresado el sufrimiento que han vivido al 
observar la manera en que las autoridades tratan los 
cuerpos sin vida de sus seres queridos encontrados 
en otros países y repatriados: como si fueran maletas 
o bolsas de basura. A menudo, las autoridades encar-
gadas de la búsqueda se refieren a las personas des-
aparecidas con términos que parecieran justificar su 
desaparición. Son frecuentes expresiones como «quien 
sabe qué estaría haciendo», «por algo se lo llevaron», 
«había bebido mucho», «estaba muy alterado».

Para responder a situaciones como las descri-
tas, este Principio aborda varios aspectos de los 
procesos de búsqueda en los que es imprescindible  

asegurar el respeto de la dignidad humana. En pri-
mer lugar, insta a las autoridades encargadas a tener 
en cuenta que el respeto de la dignidad humana debe 
ser el principio rector de todas sus actuaciones, en 
cada una de las fases del proceso de búsqueda de la 
persona desaparecida. Enseguida, el Principio afir-
ma que la dignidad de las víctimas de desaparición 
forzada requiere que estas sean reconocidas i) como 
personas que están en una situación de especial vul-
nerabilidad y riesgo, ii) como titulares de derechos 
que deben ser protegidos y iii) como poseedoras de 
conocimientos importantes que pueden contribuir a 
la eficacia de la búsqueda. 

Para enfrentar la estigmatización y la discrimi-
nación, que afecta particularmente la dignidad de 
las víctimas, el Principio señala que las autoridades 
deben i) velar porque la persona desaparecida y sus 
familiares no sean estigmatizados, maltratados, difa-
mados o tratados con maneras que lesionen su dig-
nidad, su reputación o su buen nombre y ii) adoptar 
medidas para defender la dignidad de ellas contra 
ataques difamatorios.

El respeto de la dignidad humana es particular-
mente importante al momento de entregar los cuer-
pos sin vida o los restos mortales de las personas 
desaparecidas. Teniendo ello en cuenta, el Principio 
insta a las autoridades encargadas a: i) entregar los 
cuerpos o los restos mortales en condiciones dignas 
conforme a las normas y costumbres culturales de 
quienes han sido víctimas; ii) no tratar los cuerpos 
sin vida o los restos mortales de la persona desapare-
cida como si fueran objetos, iii) proveer los medios 
y procedimientos indispensables para la sepultura 
digna del cuerpo sin vida de la persona desapareci-
da, de acuerdo con los deseos y costumbres de las 
familias y comunidades a las que pertenecía, inclui-
dos los gastos del traslado del cuerpo sin vida de 
la persona que fue desaparecida, hasta el lugar que 
determinen sus familiares, incluso cuando sea desde 
otro país, cuando ello sea necesario y así lo decidan 
sus familiares.

Para que los anteriores fines puedan ser cumpli-
dos es indispensable que las autoridades encargadas 
de la búsqueda traten a las víctimas como titulares 
de derechos, para lo cual, el Principio establece que 
dichas autoridades i) deben ser capacitadas para rea-
lizar su labor con enfoque diferencial y ii) deben ac-
tuar con conciencia de que trabajan para garantizar 
los derechos de personas que son víctimas de una 

28 Preámbulo de la Declaración Universal de Derechos Humanos. Los 
preámbulos de los Pactos de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales y de Derechos Civiles y Políticos se refieren a la «dignidad 
inherente». 

29 Preámbulo del Pacto de Derechos Civiles y Políticos. En el mismo 
sentido, el preámbulo del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y 
Cultarales: «estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a 
la persona humana».
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violación de derechos humanos tan grave como la 
desaparición forzada y que deben orientar su labor 
en favor de ellas.

Reiterar el deber de respetar la dignidad humana 
pareciera innecesario, después de que la comunidad in-
ternacional lleva más de 70 años repitiendo una y otra 
vez que todas las personas, sin excepción, merecen un 
trato respetuoso de la dignidad que les es propia en 
tanto seres humanos. Dado que las víctimas de desapa-
rición forzada aún siguen siendo discriminadas y trata-
das de formas como las descritas, el Comité consideró 
pertinente recordar a los Estados que los procesos de 
búsqueda deben respetar la dignidad humana.

Principio 4. 
La búsqueda debe tener un enfoque 
diferencial 

El principio de igualdad y no discriminación, base 
conceptual del «enfoque diferencial», al igual que el 
principio de dignidad humana, es uno de aquellos que 
irradian los sistemas universal y regional de protec-
ción de derechos humanos.

Este principio se encuentra en los instrumentos 
internacionales de protección de derechos humanos, 
expresado de varias formas, por ejemplo, i) en la for-
mulación usada en las declaraciones universal e in-
teramericana, según la cual todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos30 o ii) en 
la obligación de respetar los derechos reconocidos en 
los pactos internacionales de 1966 y en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos31 –entre otros 
instrumentos internacionales– sin distinción o dis-
criminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de cualquiera otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquiera otra condición social32.

El derecho a la igualdad y a la no discriminación 
comprende, entre otros aspectos: i) la igualdad ante la 
ley, ii) la igual protección de la ley, iii) la igualdad de 
derechos y libertades de todas las personas, iv) la pro-
hibición de discriminación, iv) la adopción de medidas 
positivas para reducir o eliminar aquellas condiciones 
que generan la discriminación y facilitan que se perpe-
túe, v) el trato diferente fundado en criterios razonables 
y objetivos33, –agregamos– como el que se requiere 
para atender las específicas características y las nece-
sidades especiales de una persona o grupo de personas.

Conscientes de la existencia de personas o grupos 
de personas que históricamente han estado o están en 
situación de vulnerabilidad y que tienen caracterís-
ticas y necesidades que deben ser protegidas de una 
manera acorde con esas necesidades y característi-
cas, los Estados adoptaron instrumentos especiales 
para su protección diferenciada, como la Convención 
sobre los derechos del niño, la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, la Convención sobre los derechos de 
las personas con discapacidad, la Convención inter-
nacional sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación racial, la Convención internacional 
sobre la protección de los derechos de todos los tra-
bajadores migratorios y de sus familiares.

La Convención internacional para la protección de 
todas las personas contra las desapariciones forzadas 
contiene varias disposiciones relativas a la incorpora-
ción del enfoque diferencial. En el artículo 7.2.b), al 
establecer que la pena a imponer al responsable del 
delito de desaparición forzada debe agravarse cuando 
las personas sometidas a desaparición forzada sean 
mujeres embarazadas, menores de edad, personas con 
discapacidad u otras personas particularmente vulne-
rables. El artículo 25 toma en cuenta la particular vul-
nerabilidad y las necesidades específicas de los niños y 
niñas sometidos a desaparición forzada, en las formas 
descritas en el mismo artículo, y brinda una protección 
con enfoque diferencial, al afirmar que los Estados 
deben tomar medidas i) para prevenir y sancionar el 
delito cuando las víctimas sean niños y niñas, ii) para 
buscarlos, identificarlos y restituirles su identidad, in-
cluso mediante la asistencia mutua entre los Estados y  
iii) para diseñar e implementar procedimientos de 
adopción que garanticen el derecho de los niños y  

30 Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 1° y Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, preámbulo.

31 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
artículo 2.2, Pacto Internacional Derechos Civiles y Políticos, artículo 
2.1 y Convención Americana sobre derechos humanos, artículo 1.

32 El listado de motivos por los cuales está prohibido discriminar no es ta-
xativo. Es preciso tener en cuenta también los motivos incluidos en otras 
convenciones internacionales, como la Convención internacional sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación racial y la Convención 
internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer y desarrollados en las observaciones generales de los comi-
tés convencionales que interpretan los pactos, a saber: el Comité de Dere-
chos Humanos y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

33 Comité de Derechos Humanos. Observación General No 18, No discrimi-
nación, 11 de octubre de 1989.
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niñas víctimas de desaparición forzada a preservar y 
recuperar su identidad.

Para la efectividad de un proceso de búsqueda es 
necesario saber a quién se busca, es preciso conocer 
las características particulares de la persona desapa-
recida, como su pertenencia a un grupo socialmente 
excluido o discriminado, además de su género, edad, 
etnia y sus rasgos propios, que permitan saber con 
la mayor precisión posible a quién se busca. Saber 
como estaba vestida una persona puede resultar esen-
cial para identificarla, como ha ocurrido en varios ca-
sos, en que las madres describieron con todo detalle 
las características de la ropa que llevaban sus hijos o 
hijas el día en que las vieron o los vieron por última 
vez o los tatuajes que habían dibujado en sus cuerpos.

De otro lado, las víctimas que participan en la 
búsqueda también se encuentran en situaciones de 
vulnerabilidad específicas y tienen necesidades par-
ticulares que las autoridades encargadas de la bús-
queda deben atender. En este sentido, los procesos 
de búsqueda deben tener un enfoque diferencial en to-
das sus etapas, desde el diseño hasta la puesta en fun-
cionamiento y debida implementación de las políticas, 
planes y estrategias de búsqueda, respecto de quienes 
son buscados y respecto de quienes los buscan.

A lo largo de los Principios Rectores, varios aspectos 
generales se desprenden del presente principio. Prime-
ro, la consideración de que la búsqueda debe tener un 
enfoque diferencial va más allá del principio 4; tam-
bién se encuentra en los principios 2.2, 3.2, 5.2, 10.2 
y 15.1. Segundo, el principio irradia todos los aspectos 
relacionados con el objetivo de evitar las desapariciones 
forzadas y luchar contra su impunidad: la política públi-
ca sobre desaparición forzada, de la cual hace parte la 
política específica de búsqueda, debe tener en cuenta, 
en todos sus programas y proyectos operativos, el enfo-
que diferencial (Principio 3.2). El tercer aspecto general 
consiste en tener en cuenta que las víctimas de desapa-
rición forzada son personas que están en una situación 
de especial vulnerabilidad y riesgo (Principio 2.2) y por 
ello requieren ser tratadas de conformidad con las ne-
cesidades particulares que se derivan de esa situación, 
además de las que provienen de los enfoques diferen-
ciales de género, edad, raza, origen étnico, orientación e 
identidad sexual, discapacidad, entre otras.

Al aplicar el enfoque diferencial en los procesos 
de búsqueda, el principio 4 indica que se requieren 
procedimientos, experiencias y conocimientos espe-
ciales que satisfagan las necesidades particulares de 

cada persona o grupo con características específicas, 
en varios ámbitos: i) en la búsqueda de la persona 
desaparecida, ii) en la atención a quienes participan 
en los procesos de búsqueda, entre ellos, sus fami-
liares y allegados, los denunciantes o los testigos y 
iii) en los procedimientos de identificación y entrega 
de las personas o cuerpos sin vida encontrados. 

Por lo anterior, a lo largo de los Principios Rec-
tores se insiste, de diversas maneras y con diferentes 
perspectivas, en que los funcionarios públicos, el 
personal profesional de las entidades encargadas de 
la búsqueda y el personal auxiliar y administrativo 
deben tener competencias profesionales y capacida-
des para realizar su trabajo con enfoque diferencial 
(principios 15.1 y 2.2) y las entidades encargadas de 
la búsqueda de personas desaparecidas deben contar 
con funcionarios y profesionales con formación en 
protección con enfoque diferencial y con capacidades 
para comunicarse con empatía y respeto con quienes 
participan en la búsqueda (principios 5.2 y 10.2).

El Principio 4 desarrolla aspectos específicos del 
enfoque diferencial, en todas las etapas de la búsque-
da, respecto de: i) los niños, niñas y adolescentes, por 
ejemplo, al establecer la obligación de los funcionarios 
de respetar el principio del interés superior del niño, 
ii) las mujeres, adultas y adolescentes, al establecer la 
obligación de realizar todas las etapas de la búsqueda 
con enfoque de género y con personal capacitado, que 
incluya personal femenino y iii) los miembros de los 
pueblos indígenas o de otros grupos étnicos, al resaltar 
el deber de respetar sus patrones culturales frente a la 
desaparición o a la muerte de uno de sus miembros y 
la necesidad de contar con traductores de los idiomas 
de esas comunidades e intérpretes biculturales.

La enumeración en este Principio de personas y gru-
pos de personas cuya protección requiere un enfoque 
diferencial en los procesos de búsqueda no es taxativa. 
Además de las mujeres, los niños, niñas y adolescentes, 
los miembros de grupos indígenas y étnicos, las personas 
lesbianas, gais, bisexuales, trans e intersex (LGBTI), las 
personas en situación de discapacidad, las personas ma-
yores, las personas migrantes (a cuya situación de par-
ticular vulnerabilidad se dedica el principio 9), existen 
otras personas y grupos en situación de vulnerabilidad, 
que requieren un trato especial de acuerdo con sus si-
tuaciones y necesidades concretas, por ejemplo, los de-
fensores y defensoras de derechos humanos, las y los 
periodistas, las personas desplazadas, las personas 
en situación de pobreza, entre otros.
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Principios orientados a superar prácticas de falta de aplicación 
de las obligaciones convencionales

lado, para la formulación de una política pública sobre 
búsqueda, que sea eficaz, es indispensable analizar 
las diversas modalidades y patrones criminales que 
en cada país generan las desapariciones forzadas, 
en la medida en que estos análisis permiten hacer 
diagnósticos que, a su vez, permiten tomar medidas 
idóneas y eficaces, que respondan a las caracterís-
ticas particulares de cada contexto de criminalidad 
(Principio 3.3).

La política pública en materia de búsqueda, para 
que sea efectiva, debe ser integral, lo que implica que 
debe abordar todos los aspectos de la búsqueda, en to-
das las etapas, para responder a las diferentes obliga-
ciones detalladas en la Convención, a nivel nacional 
como a nivel internacional, y mediante medidas de 
las diferentes ramas del poder público. En razón de 
lo anterior, el Comité instó, en este Principio, a que 
la política pública de búsqueda i) sea integral, clara, 
transparente, visible y coherente, ii) promueva la coo-
peración y colaboración en los ámbitos nacional e in-
ternacional, iii) se materialice en medidas y políticas 
legislativas, administrativas, presupuestales y educati-
vas, entre otras políticas (Principio 3.4).

Principio 6. 
La búsqueda debe iniciarse sin dilación

«Hay que esperar 72 horas» … o 48 o 36. Es la 
respuesta que con frecuencia reciben los familiares 
cuando acuden a las autoridades a denunciar la desa-
parición de una persona querida. Recientemente, el 
Comité de Derechos Humanos, en el caso Christian 
Téllez Padilla c. México dio por probado que la com-
pañera del señor Téllez acudió a las autoridades del 
Estado para denunciar la desaparición de su compa-
ñero, «pero no se aceptó su denuncia por no haber 
transcurrido 48 horas desde la desaparición»36.

La situación descrita refleja una extendida prác-
tica, incompatible con la Convención. En efecto, el 
tratado establece lo contrario: cuando una persona ale-
gue que alguien ha sido sometido a desaparición forza-
da, la autoridad competente ante la cual se denuncie el 

34 Observaciones finales sobre el informe presentado por Honduras en virtud 
del artículo 29, párrafo 1, de la Convención. Doc. CED/C/HND/CO/1, 25 
de mayo de 2018, párr. 13; y Observaciones finales sobre el informe pre-
sentado por Perú en virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención. 
Doc. CED/C/PER/CO/1, 23 de abril de 2019, párr. 10.

35 Observaciones finales sobre el informe presentado por Irak en virtud del 
artículo 29, párrafo 1, de la Convención. Doc. CED/C/IRQ/CO/1, 13 de 
octubre de 2015, párr. 11. 

 Observaciones finales sobre el informe presentado por México en virtud 
del artículo 29, párrafo 1 de la Convención. Doc. CED/C/MEX/CO/1, 5 
de marzo de 2015, párr. 18.

36 Comité de Derechos Humanos. Christian Téllez Padilla c. México. 
(CCPR/C/126/D/2750/2016), 5 de agosto de 2019, párr. 2.2.

Principio 3. 
La búsqueda debe regirse por una 
política pública

La decisión de los Estados que redactaron la Con-
vención Internacional de prevenir las desapariciones 
forzadas, declarada en el preámbulo, requiere de la 
adopción e implementación de políticas públicas 
efectivas. 

La práctica del Comité le ha permitido constatar 
que existen deficiencias en el análisis diferenciado 
de los grupos de víctimas de desaparición forzada, 
de las causas y dinámicas de las desapariciones y de los 
patrones de conducta34 y en la obtención de datos esta-
dísticos, precisos y desglosados35. El Comité ha tenido 
oportunidad de notar, en el marco de las acciones 
urgentes, la ausencia de políticas públicas, en varios 
Estados, para buscar, localizar, liberar, identificar o 
exhumar, según corresponda, a las personas desapa-
recidas.

Con el fin de contribuir a superar estas y otras 
deficiencias, el Principio 3 parte de la consideración 
de que una política pública de búsqueda debe estar 
enmarcada en y coordinada con una política pública 
más amplia, orientada a prevenir las desapariciones 
forzadas, esclarecer las circunstancias en que estas se 
cometieron, castigar a los autores del delito y prote-
ger a las víctimas, además de la búsqueda.

En este Principio, el Comité vincula las obligacio-
nes precisas establecidas en la Convención, de buscar, 
localizar, liberar, exhumar, identificar y restituir los res-
tos o la identidad, según corresponda, con la necesidad 
de las víctimas de que los procesos de búsqueda sean 
diseñados de una manera que asegure su efectividad.  
Y a partir de este vínculo, insta a los Estados a cons-
truir sus políticas públicas específicas sobre búsqueda, 
con base en dichas obligaciones específicas. De otro 
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hecho debe examinar la denuncia rápida e imparcial-
mente y proceder, sin demora, a realizar una investi-
gación exhaustiva e imparcial (art. 12). El Comité ha 
entendido que el deber de actuar sin demora se refiere 
tanto a la investigación para establecer la responsa-
bilidad penal como a la investigación para buscar y 
localizar a la persona desaparecida. Igualmente, ha 
entendido, en el marco de las acciones urgentes, que 
las actividades para buscar y localizar a una persona 
desaparecida deben realizarse en forma inmediata y 
sin ninguna demora.

Este Principio, a la vez que señala la ilicitud de la 
práctica de aplazar la respuesta estatal, pretende re-
vertirla precisando que «sin demora» implica que la 
puesta en marcha del aparato estatal, ante la noticia de 
que una persona pudo haber sido sometida a la práctica 
atroz de la desaparición forzada, no debe estar condi-
cionada a plazo alguno, ni siquiera de horas, de mane-
ra que la búsqueda se pueda iniciar en forma inmediata 
y de manera expedita, aunque no exista denuncia o so-
licitud formal, aunque haya duda sobre la existencia de 
una desaparición involuntaria y aunque los familiares 
de la persona desaparecida o la persona que denuncia 
no hayan brindado información.

Con este Principio, el Comité recuerda a los Es-
tados que la desaparición forzada es una práctica 
que reviste una gravedad extrema, que requiere una 
respuesta inmediata, sin ningún tipo de dilación o 
demora.

Principio 8. 
La búsqueda debe realizarse con una estra-
tegia integral

Para encontrar hay que buscar. Usando las pala-
bras de Carlos Beristaín37, hay que buscar los trazos 
perdidos, reconstruir una historia con piezas que difí-
cilmente encajan, hay que tomar nota y analizar lu-
gares, episodios y tiempos. Hay que escuchar, hay 
que ordenar la información.

El trámite de las acciones urgentes le ha permitido 
al Comité constatar la falta de planeación y el desor-
den que en varios países caracteriza los procesos de 
búsqueda. Con frecuencia, las autoridades encarga-
das de la búsqueda realizan diligencias esporádicas, 
aisladas, desconectadas entre sí, que no hacen parte 

de un plan previamente definido. La información re-
cibida por el Comité refleja que las autoridades ante 
las cuales se presentan las denuncias de desapari-
ción forzada no elaboran estrategias para la búsque-
da y localización de la persona cuya desaparición 
ha sido denunciada. Los familiares han expresado 
su preocupación por la inacción de las autoridades 
estatales para realizar las labores más básicas para 
buscar y localizar a las personas desaparecidas. En 
varios países, la cultura jurídica formalista hace que 
los procesos de búsqueda se limiten a enviar, recibir 
y acumular papeles y a buscar desde el escritorio, 
sin salir de las oficinas, sin acudir a los lugares de 
residencia de la persona desaparecida o a aquellos 
que frecuentaba o a donde fue vista por última vez.

En no pocos países, los prejuicios de las auto-
ridades estatales han determinado el rumbo de las 
actividades de búsqueda. La Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha tenido en cuenta en sus 
sentencias testimonios de madres de personas des-
aparecidas, que sirven de ejemplo de respuestas de 
autoridades estatales que explican la desaparición a 
partir de prejuicios: su hija «no está desaparecida, 
anda con el novio o anda con los amigos de vaga», 
«a lo mejor al rato regresa», «las muchachas eran 
muy ‘voladas’ y se les aventaban a los hombres», 
«todas las niñas que se pierden […] se van con el 
novio o quieren vivir su vida solas»38. Esta clase 
de respuestas conducen a la inacción estatal, como 
lo sostuvo la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en el litigio del caso Campo Algodonero 
c. México ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos39. Además, minimizan la extrema grave-
dad que significa que una persona haya podido ser 
sometida a desaparición forzada.

Buscar en desorden, con prejuicios, sin un plan y 
sin estrategia tiene graves consecuencias para la efec-
tividad de la búsqueda: entre otras, se dejan de lado 
hipótesis relevantes sobre la desaparición, se deja de 
recaudar información valiosa y útil para establecer la 
suerte y el paradero de la persona desaparecida, no se 
establece contacto con el entorno social, económico 
y político en el que ocurre una desaparición forzada, 
del cual se deriva información que puede resultar de 
utilidad para encontrar a la persona desaparecida.

37 Op. cit; pág 27.

38 Corte IDH. Caso González y otras («Campo Algodonero») vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de 
noviembre de 2009, Serie C No 205, párrs. 198 a 200.

39 Idem, párr. 196.
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Situaciones como las mencionadas desconocen el 
compromiso de los Estados, bajo la Convención, de 
velar para que las autoridades competentes actúen 
eficazmente ante una desaparición forzada, dotándo-
las de las facultades y recursos necesarios para ello 
y asegurando que puedan tener acceso a cualquier 
lugar donde existan motivos razonables para creer 
que allí pueda encontrarse la persona desaparecida 
(art. 12, párrafos 1 y 3). 

Con el propósito de superar los obstáculos que 
afectan la efectividad de la búsqueda, el Comité le 
ha recomendado a varios Estados, en el diálogo con 
ellos bajo el mecanismo de acciones urgentes, que 
adopten e implementen una estrategia integral y ex-
haustiva para la búsqueda y localización de las per-
sonas desaparecidas. 

Bajo esta misma lógica, el Principio 8 está 
orientado a asegurar la efectividad de la búsqueda 
y a incrementar las posibilidades de encontrar a la 
persona desaparecida. Con estos fines, el Principio 
se refiere al manejo de hipótesis y al contenido y 
características de la estrategia integral. En cuanto 
al manejo de hipótesis, el Principio indica que: i) 
en la búsqueda solo se puede eliminar una hipóte-
sis cuando ella resulte insostenible, de acuerdo con 
criterios objetivos y contrastables, ii) las hipóte-
sis sobre una desaparición forzada deben tener en 
cuenta toda la información disponible, tanto la que 

proviene de criterios científicos como la entregada 
por las víctimas y los denunciantes, iii) la formula-
ción de hipótesis no debe basarse en preconceptos 
sobre las condiciones y características de la perso-
na desaparecida.

En relación con el contenido y las características 
de la estrategia integral, el Principio sostiene que: 
i) todo proceso de búsqueda requiere una estrategia 
integral para todas las etapas del proceso, ii) la es-
trategia integral debe contener todas las actividades 
y diligencias que se planeen realizar, iii) las activi-
dades y diligencias deben estar integradas, es decir, 
deben responder a un plan de acción y no a crite-
rios aislados, iv) la estrategia integral debe contar 
con un plan de acción y con un cronograma, v) la 
estrategia integral debe evaluarse periódicamente, 
vi) la estrategia integral debe contar con los conoci-
mientos especializados de expertos y de personas y 
organizaciones de la sociedad civil, vii) la estrategia 
integral debe tomar en cuenta el análisis de contex-
to, viii) la estrategia integral debe prestar especial 
atención a las características particulares de la per-
sona desaparecida cuando ella sea defensora de de-
rechos humanos o activista social, ix) la estrategia 
integral para buscar niños y niñas recién nacidos o 
de muy corta edad, debe tomar en cuenta los fenó-
menos delictivos asociados a esta particular forma 
de desaparición forzada, indicados en el Principio.

Principios que apuntan a superar ciertas deficiencias 
en la implementación de las obligaciones convencionales

Principio 5. 
La búsqueda debe respetar el derecho a la 
participación

Los Estados que redactaron la Convención In-
ternacional, conscientes de la importancia que tiene 
para las víctimas de desaparición forzada saber la 
suerte que corrieron sus seres queridos, consagraron 
el derecho de ellas a participar en organizaciones y 
asociaciones que tengan por fin establecer las circuns-
tancias de las desapariciones forzadas y la suerte de 
las personas desaparecidas (art. 24.7). Para conseguir 
estos fines, a las asociaciones y organizaciones de 
víctimas –y a las víctimas no organizadas– debe ga-
rantizárseles la participación en los procesos de bús-
queda y en las investigaciones penales (art. 12.1).

La participación de los familiares de las personas 
desaparecidads en la búsqueda puede ser crucial para 
encontrarlas. Hay datos e informaciones que solo 
ellos conocen. El caso de los estudiantes de la Uni-
versidad La Cantuta, en Perú, sometidos a desapari-
ción forzada, ilustra bien lo determinante que puede 
ser la participación de los familiares en la búsqueda. 
Al exhumar una fosa se encontraron huesos calcina-
dos y una llave. La madre de uno de los estudiantes 
la identificó como la llave de la puerta de su casa, 
que su hijo llevaba consigo. La llave encontrada en 
la fosa abrió la puerta de la casa. 

A pesar de la importancia de la participación de las 
víctimas en la búsquda, la práctica de muchos Estados 
en esta materia es contraria a las disposiciones de la 
Convención Internacional. En efecto, las víctimas de 
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desaparición forzada con frecuencia manifiestan al 
Comité, en el marco del trámite de las acciones ur-
gentes, que las autoridades encargadas de la búsque-
da no les informan sobre las medidas adoptadas para 
buscar a sus seres queridos e investigar su desapari-
ción forzada, ni siquiera cuando se planean activida-
des en las que su participación podría ser decisiva. En 
algunos países, hablar con las autoridades encargadas 
se convierte en un tarea dispendiosa, que exige agotar 
infinidad de trámites y gestiones, que con bastante 
frecuencia resultan inútiles.

En atención a este tipo de situaciones, el Comité, 
en el contexto del mecanismo de acción urgente, ade-
más de solicitar a los Estados tomar todas las medidas 
urgentes que sean necesarias para buscar y localizar 
a las personas desaparecidas, también les ha solici-
tado posibilitar la participación de los familiares de 
las personas desaparecidas en la investigación y en la 
búsqueda. En particular, el Comité ha solicitado a los 
Estados permitirles a los familiares el acceso directo 
a información sobre los resultados de los procesos en 
curso, de acuerdo con el artículo 24 de la Convención.

En esta misma línea, en este Principio el Comité 
precisó las disposiciones convencionales en varios 
aspectos: i) quiénes tienen derecho a participar en la 
búsqueda, ii) qué alcance tiene el derecho a la parti-
cipación en los procesos de búsqueda, iii) a qué in-
formación deben tener acceso las personas titulares 
del derecho a la participación, iv) en qué se concreta 
o cómo se materializa su participación.

En cuanto a lo primero, este Principio precisa 
que las víctimas, sus representantes legales, sus abo-
gados o las personas autorizadas por ellas y ellos, 
y toda persona, asociación u organización con un 
interés legítimo, tienen derecho a participar en la 
búsqueda. En cuanto al alcance, el Principio afirma 
con claridad que la participación debe ser posible en 
todas las etapas del proceso de búsqueda, es decir, 
mientras dure el proceso. 

La información a la cual pueden acceder las per-
sonas mencionadas, en ejercicio del derecho a la par-
ticipación, es aquella relacionada con las acciones 
de búsqueda y con los avances y los resultados. Así 
mismo, tienen derecho a recibir: i) orientación ade-
cuada sobre sus derechos y sobre los mecanismos 
de protección de esos derechos e ii) información pe-
riódica y ocasional sobre las medidas adoptadas y 
sobre los posibles obstáculos que puedan impedir el 
avance de la búsqueda. 

La participación de las personas titulares del de-
recho a la participación se concreta en que sus apor-
tes, experiencias, sugerencias, alternativas, cues-
tionamientos y dudas sobre la búsqueda deben ser 
tomados en cuenta a lo largo de la búsqueda –sin 
formalismos que lo impidan–, como insumos para 
hacerla más efectiva.

La participación de las víctimas no está prevista 
únicamente en el Principio 5. Los Principios Rectores 
también contemplan la participación de las víctimas 
y de todas las personas y organizaciones de la socie-
dad civil con experiencia y voluntad de cooperar, en la 
construcción e implementación de la política pública 
sobre búsqueda (Principio 3.5); la participación de las 
víctimas y sus organizaciones, en el diseño de la estra-
tegia integral de busqueda (Principio 8.3); y la partici-
pación, en la búsqueda, de los familiares y allegados de 
personas sometidas a desaparición en rutas de migra-
ción. Este tipo de participación requiere instrumentos 
particulares que hagan posible su ejercicio desde los 
países donde habitan (Principio 9.4).

Principio 7. 
La búsqueda es una obligación permanente

En las normas internacionales y en la jurispru-
dencia de los órganos de protección internacional 
está claramente establecido el carácter permanente o 
continuo de la desaparición forzada, que inicialmente 
fue desarrollado por las instancias de adjudicación uni-
versales e interamericanas, como el Comité de Derechos 
Humanos, en el ámbito universal, o la Comisión y la Cor-
te interamericanas de Derechos Humanos, en el ámbito 
regional interamericano.

La Convención Internacional establece que el 
plazo de prescripción de la acción penal se debe 
contar a partir del momento en que cesa la desapa-
rición forzada, «habida cuenta del carácter continuo 
de este delito» (art. 8.1.b). En el mismo sentido, la 
Convención Interamericana sobre desaparición for-
zada de personas señala que el delito de desapari-
ción forzada «será considerado como continuado o 
permanente mientras no se establezca el destino o 
paradero de la víctima» (artículo III).

El carácter continuo o permanente de la desapa-
rición forzada implica que la obligación de buscar 
y localizar a la persona desaparecida se mantiene 
mientras la persona no sea localizada y liberada o su 
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identidad restituida o su cuerpo sin vida identificado 
y entregado, según corresponda.

Las disposiciones convencionales contrastan con la 
práctica de ciertos Estados, que no le dan a la búsqueda 
el alcance propio de una obligación permanente, entre 
otras razones, porque sus legislaciones o prácticas inter-
nas: i) atan la búsqueda al desarrollo y culminación de 
la investigación penal; ii) permiten que los procesos de 
búsqueda se den por terminados en situaciones distintas 
a las de establecer la suerte o el paradero de la persona 
desaparecida; iii) exigen pruebas que van más allá de la 
sola noticia de que una persona pudo haber sido sometida 
a desaparición forzado, para iniciar o continuar con los 
procesos de búsqueda; iv) permiten terminar el proceso 
de búsqueda por la ausencia de resultados luego de trans-
currido un determinado plazo. 

Con la idea de superar estos y otros obstáculos 
similares, este Principio, en armonía con el carác-
ter continuo de la desaparición forzada, precisa que 
la búsqueda: i) debe continuar hasta que se determine 
con certeza la suerte y el paradero de la persona desa-
parecida; ii) termina cuando la persona es encontrada 
con vida y se pone nuevamente bajo la protección de 
la ley; iii) termina en caso de que la persona sea encon-
trada sin vida, una vez sea plenamente identificada bajo 
estándares internacionales y sus familiares y allegados 
hayan recibido su cuerpo, en condiciones de dignidad 
que tomen en cuenta sus costumbres culturales.

La aplicación de las disposiciones convencionales ha 
planteado algunos desafíos prácticos que el Comité tuvo 
en cuenta en este Principio. Por ejemplo, en los casos 
en que se hayan encontrado restos mortales parciales, 
la decisión de continuar la búsqueda para encontrar e 
identificar otros que pudieran encontrarse, debe tener en 
cuenta: i) las posibilidades reales de poder identificar 
los otros restos mortales y ii) las necesidades expresa-
das por los familiares sobre sus normas y costumbres 
funerarias. Según este Principio, la decisión de no con-
tinuar la búsqueda deber ser tomada de forma transpa-
rente y contar siempre con el consentimiento, previo e 
informado de los familiares. De esta manera, se busca 
asegurar la protección de la voluntad de los familiares 
de las personas sometidas a desaparición.

En varias ocasiones y contextos, las activida-
des de búsqueda se han suspendido por variadas 
razones, muchas de ellas asociadas a las dificul-
tades que enfrenta la búsqueda, en la práctica. El 
Principio establece que en caso de suspenderse la 
búsqueda, de ello no se sigue el archivo del proce-

so de búsqueda ni de la investigación del delito de 
desaparición forzada. 

Para que se de la posibilidad excepcional de sus-
pensión de la búsqueda deben concurrir los siguientes 
requisitos: i) que la persona desaparecida no haya sido 
encontrada, ii) que existan pruebas fehacientes sobre 
su suerte o su paradero, iii) que no exista la posibili-
dad material de recuperación de la persona, después de 
agotar el análisis de toda la información alcanzable y 
de la investigación de todas las hipótesis posibles y iv) 
que la decisión se adopte de manera transparente y con 
el consentimiento previo e informado de los familiares 
o allegados de la persona desaparecida. La ausencia de 
uno de estos requisitos hace inviable la posibilidad de 
suspensión de la búsqueda.

Principio 13. 
La búsqueda debe interrelacionarse 
con la investigación penal

Como ya se ha dicho en estos comentarios, una 
de las fuentes de la obligación estatal de buscar y 
localizar a las personas desaparecidas se encuentra 
en el artículo 12, relativo a la investigación del deli-
to de desaparición forzada. La interrelación entre la 
búsqueda y la investigación penal tiene un desarro-
llo puntual en el artículo 19.1 de la Convención, ya 
mencionado en este documento, sobre el uso, en los 
procesos penales, de informaciones personales –in-
cluidos datos médicos y genéticos– obtenidas en la 
búsqueda.

En la práctica de varios Estados, conocida por el 
Comité y documentada en las observaciones finales 
y en las acciones urgentes, la búsqueda de la persona 
desaparecida se realiza dentro de la investigación pe-
nal, sin que exista un organismo o un procedimien-
to que se ocupe de las exigencias específicas de la 
obligación de búsqueda y dé cuenta de su autonomía 
respecto de la investigación penal.

Los objetivos de los dos tipos de procedimientos 
son distintos. Mientras la investigación penal busca 
establecer, entre otras cuestiones, ¿quién cometió el 
delito?, las actividades de búsqueda y localización 
de la persona desaparecida se orientan a responder la 
pregunta ¿dónde está?

En este contexto, hacer depender la búsqueda de 
la persona desaparecida de un único procedimiento: 
el de la investigación penal del delito de desaparición 
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forzada, ha obstaculizado, con frecuencia, la efectividad 
de la búsqueda. Esto puede suceder, entre otros as-
pectos, porque i) se prioriza la investigación penal 
del delito sobre la búsqueda de la persona desapa-
recida, ii) los objetivos y las estrategias de la inves-
tigación penal son diferentes a los de la búsqueda, 
iii) se abandona la búsqueda, después de terminada la 
investigación penal. Esto puede ocurrir por diversas 
razones relacionadas con la lógica propia del derecho 
penal y de las investigaciones penales. 

Los Principios Rectores, en armonía con la Con-
vención Internacional, concibieron la búsqueda como 
una obligación autónoma y distinta de la investiga-
ción penal. Esta autonomía debe reflejarse en los 
instrumentos, procesos, planes y estrategias de bús-
queda, bajo una lógica de «distinguir sin separar»40. 
En este sentido, al formular este Principio, el Comité 
pretendió resaltar la importancia de potenciar ambos 
procesos: el de búsqueda y el de investigación del 
delito de desaparición forzada, con instituciones y 
procedimientos que, a la vez, tiendan puentes entre 
ambos procesos e impidan que este último vaya en 
detrimento de la búsqueda. El Principio aquí comen-
tado busca precisamente que la búsqueda de la per-
sona desaparecida se articule con la investigación pe-
nal, de manera que ambas se refuercen mutuamente 
y que el proceso de búsqueda integral se realice con 
la misma efectividad que la investigación criminal.

Este Principio contempla dos escenarios: que el 
proceso de búsqueda sea realizado por: i) autorida-
des no judiciales, independientes de las que com-
ponen el sistema judicial o bien por ii) secciones o 
unidades especializadas dentro de la investigación 
criminal, como por ejemplo, fiscalías, procuradurías 
o juzgados de instrucción criminal.

En el primer escenario, los Estados deben, de 
acuerdo con la idea de «distinguir sin separar»: i) 
garantizar la retroalimentación, regular y sin demo-
ra, de los resultados que obtengan quienes buscan a 
la persona desaparecida y quienes investigan penal-
mente el delito de desaparición forzada, para lo cual 
se deben establecer mecanismos y procedimientos 
que permitan la articulación, coordinación e inter-
cambio de información y ii) definir en la ley, de for-
ma clara, las competencias de ambas instituciones, 

de tal manera, que sus funciones no se sobrepongan 
ni se interfieran sino que sean complementarias. Por 
lo tanto, el Principio establece que la existencia de 
mecanismos y procedimientos de búsqueda, que 
sean de competencia de autoridades administrati-
vas no judiciales, no puede ser invocado ni puede 
constituirse como obstáculo para la realización de 
investigaciones penales por el delito de desapari-
ción forzada ni para sustituir la investigación que 
permita juzgar y castigar a los responsables.

Cuando la búsqueda es realizada en el segundo 
escenario, los Estados, bajo la idea de «distinguir 
sin separar», deben asegurar: i) que la búsqueda 
tenga la misma atención, importancia y relevancia 
que la investigación criminal; ii) el uso eficiente y 
expedito de la información obtenida en cualquiera 
de los procesos –de búsqueda o de investigación pe-
nal–, de manera que contribuya al proceso que no la 
tiene y iii) que la distribución del personal cualifi-
cado refleje la misma atención por parte del Estado 
hacia la búsqueda de la persona desaparecida que 
hacia la investigación criminal.

Con el fin de evitar que la terminación de la in-
vestigación o del proceso penal incida en el aban-
dono o desatención de la búsqueda de la persona 
desaparecida, el Principio estableció que la termi-
nación de la investigación criminal o del proceso 
penal, por sentencia condenatoria o absolutoria o 
por declaración de ausencia por desaparición, no 
puede ser obtáculo para la búsqueda ni ser causa de 
su suspensión. 

Finalmente, en sintonía con el carácter permanen-
te de la obligación de búsqueda, esta debe mantener-
se hasta que se determinen con «certeza» las circuns-
tancias de la desaparición y se establezca la suerte 
y paradero de la persona desaparecida, con indepen-
dencia de lo que ocurra en la investigación del delito.

Principio relativo a nuevas formas de 
desaparición forzada
Principio 9. 

La búsqueda debe tomar en cuenta la 
particular vulnerabilidad de los migrantes

En el año 2017, el Grupo de Trabajo sobre desa- 
pariciones forzadas o involuntarias manifestó que la 
«desaparición forzada de migrantes es un problema 

40 En el conversatorio público sostenido en la sede del Comité, durante el 
13er periodo de sesiones (ver supra, nota 14), Carlos Beristain afirmó 
que el desafío del vínculo entre búsqueda e investigación penal es el de 
«distinguir sin separar».
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Consciente de que la búsqueda en las rutas mi-
gratorias plantea desafíos específicos que ponen en 
riesgo su efectividad, el Comité, en este Principio 
insta a los Estados a: i) concebir mecanismos que 
sean adecuados a las dificultades propias de las si-
tuaciones migratorias, ii) desarrollar acuerdos de 
cooperación internacional para la coordinación 
efectiva de la búsqueda, entre las autoridades com-
petentes designadas para ese fin; iii) garantizar el 
intercambio rápido y seguro de información y do-
cumentos entre las autoridades competentes de los 
Estados, que permita localizar a las personas des-
aparecidas en los países de tránsito y de destino, 
iii) implementar instrumentos específicos para ase-
gurar la participación efectiva, en los procesos de 
búsqueda, de familiares y allegados de la persona 
desaparecida en rutas de migración, iv) incluir en el 
diseño de las estrategias y medidas de búsqueda de 
migrantes desaparecidos, los conocimientos de sus 
familiares y allegados y de las organizaciones con 
experiencia en el acompañamiento de migrantes e v) 
implementar políticas de protección de víctimas de 
desaparición forzada, en todo el proceso de migra-
ción, que evite la re-victimización, especialmente 
de mujeres y/o niños y niñas no acompañados.

En los contextos migratorios se incrementan los 
riesgos de seguridad de las personas que han sido 
testigos de desapariciones forzadas. Con el fin de 
preservar la posibilidad de que sus testimonios pue-
dan contribuir a esclarecer las desapariciones forza-
das, el Principio prevee la necesidad de ofrecer ga-
rantías y condiciones de seguridad a los testigos de 
las desapariciones vinculadas con las migraciones, 
como una medida de protección y preservación de 
los procesos de búsqueda e investigación del delito. 

Este Principio contiene una aplicación concreta 
del principio de no-devolución consagrado en el ar-
tículo 16 de la Convención Internacional: insta a los 
Estados a velar porque al registrar a los migrantes, 
en los controles que se llevan a cabo en las fronte-
ras, se examinen en forma individual todas las soli-
citudes de ingreso, para facilitar luego la búsqueda 
efectiva, en caso de desaparición.

* * * * *

La aprobación de los Principios Rectores es, sin 
duda, un paso significativo en la ruta hacia encon-
trar a todas las personas desaparecidas. El camino 

grave que es preciso reconocer y abordar a escala 
mundial»41.

Las peticiones de acción urgente, en las que se ha 
denunciado ante el Comité la desaparición forzada 
de migrantes, reflejan las dificultades que enfrentan 
los familiares para obtener información y participar 
en los procesos de búsqueda, derivadas de las dis-
tancias, del excesivo formalismo de los mecanismos 
de asistencia internacional, de la falta de eficacia de 
los convenios de cooperación y de la asistencia ju-
dicial internacional prevista en el artículo 14 de la 
Convención. 

La situación de particular vulnerabilidad de las 
personas migrantes ante la desaparición forzada se 
deriva, entre otras circunstancias, i) de la migración 
para evitar ser víctimas de violaciones de dere-
chos humanos, incluida la desaparición forzada; ii) 
del hecho mismo de cruzar legal o ilegalmente las 
fronteras internacionales, iii) de las desapariciones 
forzadas de personas migrantes42; iv) del carácter 
trasnacional de la migración, que dificulta que los 
Estados asuman sus obligaciones en materia de pre-
vención, investigación y castigo de la desaparición 
forzada y de búsqueda de las personas desapareci-
das, v) de la presencia de estructuras de crimen or-
ganizado en las rutas migratorias.

Este Principio pone énfasis en la particular situa-
ción de vulnerabilidad de las niñas y niños migran-
tes no acompañados, quienes requieren protección 
con enfoque diferencial adecuada a la edad y a las 
necesidades especiales de protección derivadas de 
esa particular situación de vulnerabilidad.

El Principio insta a los Estados de origen de los 
migrantes y refugiados (expulsores), de tránsito y de 
destino (receptores), a adoptar medidas de preven-
ción, para que: i) eviten las desapariciones forzadas 
en las rutas de migración y ii) presten atención a los 
peligros de desaparición, que se incrementan con la 
migración, especialmente en contextos de trata de 
personas, esclavitud sexual y trabajo forzoso. 

41 Naciones Unidas. «Los migrantes corren más riesgo de sufrir desapari-
ciones forzadas, advierten expertos de Naciones Unidas». Disponible en: 
https://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsI-
D=22047&LangID=S

42 Ver, por ejemplo, observaciones finales del Comité contra la Desa-
parición Forzada sobre España, Holanda, Honduras, Italia y Mé-
xico; Naciones Unidas. Asamblea General. Informe del Grupo de 
Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias acerca 
de las desapariciones forzadas en el contexto de la migración. Doc 
A/HRC/36/39/Add.2, 28 de julio de 2017.
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que queda por recorrer es todavía largo y con mu-
chos obstáculos. Para andar ese trayecto, los Prin-
cipios Rectores son una caja de herramientas útiles 
para encontrar las respuestas que se requieren en el 
empeño de hacer desaparecer del mundo el horror 
de las desapariciones forzadas.
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 Comité contra la Desaparición Forzada 
8 de mayo de 2019
Original: español

Introducción

1. Los Principios rectores para la búsqueda de 
personas desaparecidas se basan en la Con-
vención Internacional para la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas y en otros instrumentos internacio-
nales relevantes. También toman en cuenta la 
experiencia de otros órganos internacionales 
y de varios países en todo el mundo. Identi-
fican mecanismos, procedimientos y métodos 
para la implementación del deber jurídico de 
buscar a las personas desaparecidas.

2. Estos Principios rectores buscan consolidar 
las buenas prácticas para la búsqueda efecti-
va de las personas desaparecidas, derivadas 
de la obligación de los Estados de buscar-
las. Han sido elaborados con base en la ex-
periencia acumulada del Comité durante sus 
ocho primeros años, en particular, en las ob-
servaciones finales (artículo 29) y en las ac-
ciones urgentes (artículo 30). Los Principios 
rectores fueron desarrollados en diálogo y 

amplia consulta con muchas organizaciones 
de víctimas, sociedad civil, expertos, organi-
zaciones intergubernamentales y Estados.

3. Los Principios rectores se inspiran en los 
Principios y directrices básicos sobre el 
derecho de las víctimas de violaciones ma-
nifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves 
del derecho internacional humanitario a in-
terponer recursos y obtener reparaciones (A/
RES/60/147) y en el Conjunto de principios 
actualizado para la protección y la promo-
ción de los derechos humanos mediante la lu-
cha contra la impunidad (E/CN.4/2005/102/
Add.1), en los comentarios generales del 
Grupo de Trabajo sobre Desapariciones For-
zadas e Involuntarias y en el Protocolo de 
Minnesota sobre la Investigación de Muertes 
Potencialmente Ilícitas (2016). Los Princi-
pios rectores complementan este Protocolo 
con un énfasis especial en la búsqueda con 
vida de las personas desaparecidas.

4. Los Principios rectores reafirman el rol esencial 
que tienen las víctimas en la búsqueda de las 
personas desaparecidas. Enfatizan el derecho a 
formar y a participar libremente en organizaciones 
y asociaciones que tengan por objeto contribuir a 
establecer las circunstancias de las desapariciones 
forzadas y la suerte de las personas desaparecidas, 
y asistir a las víctimas. En estos Principios rectores 
se usa la expresión «víctimas» en el sentido de la 
definición amplia de este término consagrada en el 
artículo 24, párrafo 1, de la Convención.

Anexo

Principios Rectores para la búsqueda 
de personas desaparecidas*

* Aprobados por el Comité en su 16º período de sesiones (8 a 18 de abril 
de 2019).

Naciones Unidas CED/C/7

 Convención Internacional para la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas
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Anexo 
Principios rectores para la búsqueda 
de personas desaparecidas

Principio 1. 
La búsqueda de una persona 
desaparecida debe realizarse 
bajo la presunción de vida

La búsqueda tiene que realizarse bajo la presun-
ción de que la persona desaparecida está viva, inde-
pendientemente de las circunstancias de la desapari-
ción, de la fecha en que inicia la desaparición y del 
momento en que comienza la búsqueda.

Principio 2. 
La búsqueda debe respetar la dignidad 
humana

1. El respeto de la dignidad de las víctimas debe 
ser un principio rector en cada una de las fases 
del proceso de búsqueda de la persona desapa-
recida. 

2. Durante el proceso de búsqueda, la dignidad 
de las víctimas requiere su reconocimiento 
como personas que se encuentran en una si-
tuación de especial vulnerabilidad y riesgo, 
titulares de derechos que deben ser protegidos 
y que tienen conocimientos importantes que 
pueden contribuir a la eficacia de la búsqueda. 
Los funcionarios públicos tienen que ser ca-
pacitados para realizar su trabajo con enfoque 
diferencial. Deben actuar con conciencia de 
que trabajan para garantizar los derechos de 
las víctimas y orientar todo su trabajo en favor 
de ellas.

3. Las autoridades tienen el deber de velar por 
que las víctimas, incluidos los familiares, no 
sean objeto de estigmatización y otros malos 
tratos morales o difamaciones que lesionen su 
dignidad, reputación o buen nombre como per-
sonas, así como los de su ser querido desapare-
cido. Cuando sea necesario, deben tomar me-
didas para defender la dignidad de las víctimas 
en contra de ataques difamatorios.

4. La entrega de los cuerpos o restos mortales de 
personas desaparecidas a los familiares debe rea-
lizarse en condiciones dignas, de conformidad 

con las normas y costumbres culturales de las 
víctimas, respetando siempre que se trata de 
restos mortales de una persona y no de obje-
tos. La restitución debe proveer también los 
medios y los procedimientos necesarios para 
una sepultura digna en consonancia con los de-
seos y las costumbres culturales de las familias 
y sus comunidades. Cuando resulte necesario y 
los familiares así lo deseen, los Estados deben 
cubrir los gastos del traslado del cuerpo o de 
los restos mortales al lugar que determinen los 
familiares para la sepultura, incluso cuando el 
traslado sea desde o hacia otro país. 

Principio 3. 
La búsqueda debe regirse por una política 
pública

1. La búsqueda debe ser parte de una política 
pública integral en materia de desapariciones, 
en particular, en contextos en que la desapari-
ción sea frecuente o masiva.

 Los objetivos de esa política integral, además 
de la búsqueda, deben ser la prevención de 
desapariciones forzadas, el esclarecimiento 
de las ya ocurridas, el justo castigo de los per-
petradores y la adopción de medidas de pro-
tección de las víctimas, entre otras medidas 
que garanticen que no se vuelvan a cometer 
desapariciones forzadas. 

2. La política pública en materia de desaparicio-
nes forzadas debe tener un enfoque diferen-
cial, tal como se menciona en el principio 4, 
en todos sus programas y proyectos operati-
vos y no solo en atención a su situación de 
vulnerabilidad o de víctimas.

3. La política pública específica sobre la bús-
queda debe construirse con base en las obli-
gaciones de los Estados de buscar, localizar, 
liberar, identificar y restituir los restos, según 
corresponda, de todas las personas sometidas a 
desaparición. Debe tomar en cuenta el análisis 
de las diversas modalidades y patrones crimi-
nales que generan desapariciones en el país.

4. La política pública sobre búsqueda debe ser 
integral, clara, transparente, visible y cohe-
rente. Debe promover la cooperación y co-
laboración de todas las instancias del Estado 
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y también con otros Estados y organismos 
internacionales. Debe materializarse en me-
didas legislativas, administrativas y presu-
puestales adecuadas, así como en políticas 
educativas y otras políticas sectoriales rele-
vantes. 

5. La política pública sobre búsqueda debe cons-
truirse e implementarse, en todas sus etapas y 
todos sus alcances, con la participación de las 
víctimas y de todas las personas y organiza-
ciones de la sociedad civil con experiencia y 
voluntad de cooperar con la construcción y/o 
implementación de esa política.

6. Un objetivo central de la política pública de 
búsqueda debe ser la protección y el apoyo 
amplio a las víctimas. Debe incluir la aten-
ción y el acompañamiento psicosocial a las 
víctimas y debe contener medidas que eviten 
su revictimización o victimización secunda-
ria. Esta política pública debe incluir medi-
das de respeto a las víctimas, así como para 
prevenir y sancionar las estigmatizaciones de 
toda índole contra ellas.

Principio 4. 
La búsqueda debe tener un enfoque 
diferencial

1. La búsqueda de personas en situación de 
vulnerabilidad requiere procedimientos, ex-
periencias y conocimientos especiales que 
satisfagan sus necesidades particulares. El 
enfoque diferencial también debe ser tenido 
en cuenta en la atención a quienes participan 
en la búsqueda, como familiares y otras per-
sonas allegadas a la persona desaparecida. 
Igualmente, debe ser tenido en cuenta en los 
procedimientos de identificación y entrega de 
las personas encontradas.

2. Las entidades encargadas de la búsqueda de-
ben prestar especial atención a los casos de 
niños, niñas y adolescentes desaparecidos y 
diseñar e implementar acciones y planes de 
búsqueda que tengan en cuenta su situación 
de extrema vulnerabilidad. Los funcionarios 
deben respetar el principio del interés supe-
rior del niño en todas las etapas de la búsque-
da. Ante la falta de certeza sobre la edad, debe 
asumirse que se trata de un niño o niña.

3. En los casos de mujeres —adultas y adoles-
centes— desaparecidas o que participan en 
la búsqueda, todas las etapas de la búsqueda 
deben realizarse con perspectiva de género y 
con el personal adecuadamente capacitado, 
que incluya personal femenino.

4. En los casos de personas desaparecidas o que 
participan en la búsqueda y que son miembros 
de pueblos indígenas o de otros grupos étnicos 
o culturales, se tienen que considerar y respetar 
los patrones culturales específicos frente a la 
desaparición o la muerte de un miembro de la 
comunidad. Un proceso de búsqueda efectivo 
tiene que proveer traductores de los idiomas de 
las comunidades e intérpretes biculturales.

5. En los casos de personas desaparecidas o que 
participan en la búsqueda y que pertenecen 
a la población de lesbianas, gais, bisexuales, 
transgénero e intersexuales, son personas con 
discapacidad o son adultos mayores, las enti-
dades encargadas de la búsqueda deben tener 
en cuenta sus necesidades particulares.

Principio 5. 
La búsqueda debe respetar el derecho a la 
participación

1. Las víctimas, sus representantes legales, 
sus abogados o las personas autorizadas por 
ellos, así como toda persona, asociación u 
organización con un interés legítimo tienen 
el derecho de participar en la búsqueda. Este 
derecho debe estar protegido y garantizado en 
todas las etapas del proceso de búsqueda, sin 
perjuicio de las medidas adoptadas para pre-
servar la integridad y efectividad de la inves-
tigación penal o de la búsqueda misma. Las 
personas mencionadas deben tener acceso a la 
información sobre las acciones realizadas, así 
como sobre los avances y los resultados de la 
búsqueda y de la investigación. Sus aportes, 
experiencias, sugerencias alternativas, cues-
tionamientos y dudas deben ser tomados en 
cuenta durante todas las etapas de la búsque-
da, como insumos para hacer más efectiva la 
búsqueda, sin someterlas a formalismos que 
las obstaculicen. De ninguna manera, la ne-
gativa de las personas mencionadas a ejercer 
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su derecho a la participación debe usarse, por 
parte de las autoridades, como motivo para no 
iniciar o avanzar en la búsqueda. 

2. El derecho de acceso a la información incluye 
la obligación de brindar una adecuada orienta-
ción a las víctimas en lo relativo a sus derechos 
y a los mecanismos de protección de estos 
derechos. Incluye también el deber de darles 
información periódica y ocasional sobre las 
medidas adoptadas para buscar a las personas 
desaparecidas e investigar su desaparición, así 
como sobre los posibles obstáculos que pue-
dan impedir el avance de la búsqueda. Las víc-
timas deben ser informadas y consultadas an-
tes de que las autoridades pasen la información 
a los medios. Los funcionarios encargados de 
la búsqueda deben tener formación en protec-
ción con enfoque diferencial y estar capacita-
dos para comunicarse con empatía y respeto 
con los familiares y las demás personas parti-
cipantes en la búsqueda, y tener conocimien-
to y sensibilidad por las consecuencias que la 
participación en la búsqueda puede tener para 
la salud mental y física de las víctimas.

Principio 6. 
La búsqueda debe iniciarse sin dilación

1. Tan pronto como las autoridades encargadas 
de la búsqueda tengan conocimiento, por 
cualquier medio, o tengan indicios de que 
una persona haya sido sometida a desapari-
ción, deben iniciar las acciones de búsqueda 
de forma inmediata, sin ninguna demora o 
dilación y de manera expedita. Estas accio-
nes de búsqueda deben incluir, cuando sea 
necesario, el desplazamiento a los lugares 
pertinentes. 

2. Las autoridades encargadas de la búsqueda 
deben iniciar y emprender de oficio las activi-
dades de búsqueda de la persona desapareci-
da, aun cuando no se haya presentado ningu-
na denuncia o solicitud formal.

3. La legislación nacional y las autoridades 
competentes deberán garantizar que el ini-
cio de las actividades de búsqueda y locali-
zación de las personas desaparecidas no esté 
condicionado a plazo alguno, ni siquiera de 

horas, de manera que dichas actividades se 
emprendan de forma inmediata. La ausencia 
de información por parte de los familiares o 
denunciantes no puede ser invocada para no 
dar inicio en forma inmediata a las activida-
des de búsqueda y localización de la persona 
desaparecida.

4. En caso de duda sobre la existencia de una 
desaparición involuntaria también se debe 
iniciar la búsqueda de forma inmediata. Se 
deben preservar y proteger todos los ele-
mentos probatorios disponibles que son ne-
cesarios para investigar las hipótesis de una 
desaparición y proteger la vida de la persona 
desaparecida.

Principio 7. 
La búsqueda es una obligación permanente

1. La búsqueda de una persona desaparecida 
debe continuar hasta que se determine con 
certeza la suerte y/o el paradero de la persona 
desaparecida.

2. Si se encuentra a la persona desaparecida 
con vida, la búsqueda solo puede considerar-
se terminada cuando la persona se encuentre 
nuevamente bajo la protección de la ley; di-
cha protección deberá garantizarse también 
si la persona desaparecida es encontrada pri-
vada de la libertad en un centro de reclusión 
legal. 

3. Si la persona desaparecida es encontrada sin 
vida, la búsqueda se puede considerar ter-
minada cuando la persona haya sido plena-
mente identificada conforme a los estándares 
internacionales y recibida en condiciones 
de dignidad por sus familiares o allegados. 
Cuando solamente se han podido encontrar e 
identificar restos mortales parciales, la deci-
sión sobre continuar la búsqueda para ubicar 
e identificar los restos faltantes debe conside-
rar las posibilidades reales de identificar más 
restos y las necesidades expresadas por los 
familiares, en el marco de sus normas cultu-
rales funerarias. La decisión de no continuar 
la búsqueda debe tomarse de manera transpa-
rente y contar con el consentimiento previo e 
informado de los familiares. 
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4. Si no se ha encontrado a la persona desapare-
cida y existen pruebas fehacientes, más allá 
de una duda razonable, de su suerte o su para-
dero, la búsqueda podría suspenderse cuando 
no exista posibilidad material de recuperar 
a la persona, una vez agotado el análisis de 
toda la información alcanzable y la investi-
gación de todas las hipótesis posibles. Esta 
decisión debe tomarse de manera transparen-
te y contar con el consentimiento previo e 
informado de los familiares o allegados de la 
persona desaparecida. Un testimonio, versio-
nes no contrastadas o una declaración jurada 
no pueden ser considerados como prueba su-
ficiente de la muerte, que permita suspender 
la búsqueda.

5. En ningún caso, la suspensión de la búsqueda 
de una persona desaparecida podrá llevar al 
archivo de la búsqueda ni al de la investiga-
ción del delito.

Principio 8. 
La búsqueda debe realizarse con una 
estrategia integral

1. Al iniciar la búsqueda se deben examinar to-
das las hipótesis razonables sobre la desapa-
rición de la persona. Solo se podrá eliminar 
una hipótesis cuando esta resulte insosteni-
ble, de acuerdo con criterios objetivos y con-
trastables. 

2. La formulación de hipótesis sobre la desa-
parición de una persona debe estar fundada 
en toda la información disponible, incluida 
aquella entregada por los familiares o denun-
ciantes, y en el uso de criterios científicos y 
técnicos; no debe basarse en preconceptos 
relacionados con las condiciones y las carac-
terísticas individuales de la persona desapa-
recida.

3. Las autoridades encargadas de la búsqueda 
deben diseñar, con la participación —si ellas 
así lo desean— de las víctimas y sus organi-
zaciones, una estrategia integral para todas 
las etapas del proceso de búsqueda y deter-
minar todas las actividades y diligencias a 
realizar de manera integrada, mediante todos 
los medios y procedimientos necesarios y 

adecuados para encontrar, liberar o exhumar 
a la persona desaparecida o establecer la iden-
tidad de ella. La estrategia integral de búsque-
da debe incluir un plan de acción y un crono-
grama y debe ser evaluada periódicamente.

4. Las autoridades competentes deben hacer 
uso de los métodos forenses adecuados y de 
su experiencia profesional y sus conocimien-
tos acumulados en las actividades de búsque-
da y localización de personas desaparecidas. 
También pueden solicitar la colaboración de 
las personas con conocimientos especializa-
dos y técnicos, de expertos forenses y otros 
científicos y de las organizaciones de la so-
ciedad civil, para la formulación de hipótesis 
de desaparición, el diseño de la estrategia in-
tegral y la realización de actividades de bús-
queda.

5. Sin perjuicio de su obligación de tomar me-
didas apropiadas para buscar y localizar de 
oficio a las personas desaparecidas, las au-
toridades competentes deben considerar toda 
la información entregada por las víctimas o 
denunciantes y hacer uso de la experiencia 
de las víctimas y sus organizaciones, que han 
desempeñado tareas de búsqueda.

6. La estrategia de búsqueda integral debe to-
mar en cuenta el análisis de contexto. Los 
análisis de contexto pueden servir para deter-
minar patrones, esclarecer los motivos y el 
modus operandi de los perpetradores, deter-
minar perfiles de las personas desaparecidas 
y establecer las particularidades regionales 
que explican las desapariciones. La autori-
dad competente debe hacer los análisis de 
contexto de manera autónoma, de acuerdo 
con criterios científicos y no solamente con 
base en la información derivada de los ca-
sos individuales investigados. Los análisis 
de contexto no deben ser pretexto para ex-
cluir de antemano hipótesis de investigación 
y búsqueda que prima facie no encajen en 
ellos. 

7. Las entidades encargadas de los procesos de 
búsqueda, al realizar los análisis de contexto 
y al diseñar las estrategias integrales de bús-
queda deben prestar especial atención cuan-
do la persona desaparecida sea defensora de 
derechos humanos o activista social. 



27ideas verdes No. 19 - Agosto 2019 - Fundación Heinrich Böll Oficina Bogotá - Colombia 

8. La estrategia integral de búsqueda de niñas 
y niños recién nacidos o de muy corta edad 
debe tomar en cuenta que sus documentos de 
identidad pueden haber sido alterados y que 
pueden haber sido sustraídos de sus familias 
y entregados con falsa identidad a institucio-
nes de cuidado de menores de edad o a fa-
milias ajenas en adopción. Estas niñas, niños, 
adolescentes o ya adultos deben ser buscados, 
identificados y su identidad restablecida.

Principio 9. 
La búsqueda debe tomar en cuenta la 
particular vulnerabilidad de los migrantes

1. Ante la particular vulnerabilidad que enfrentan 
las personas que cruzan de manera regular o 
irregular las fronteras internacionales, en es-
pecial los niños y las niñas no acompañados, 
los Estados concernidos deben tomar medidas 
específicas de manera coordinada para evitar 
que en estas situaciones se cometan desapari-
ciones. Los Estados deben prestar atención a 
los peligros de desaparición forzada, que se 
incrementan como consecuencia de la migra-
ción, especialmente en contextos de trata de 
personas, esclavitud sexual y trabajo forzoso.

2. Los Estados expulsores y receptores de migran-
tes y refugiados deben adoptar mecanismos de 
búsqueda específicos, adecuados a las dificulta-
des de las situaciones migratorias. Deben ofrecer 
garantías y condiciones seguras a las personas 
que pueden dar testimonios sobre desaparicio-
nes forzadas vinculadas con la migración.

3. Los Estados concernidos deben desarrollar 
acuerdos de cooperación y contar con auto-
ridades competentes que permitan la coordi-
nación efectiva para la búsqueda de personas 
desaparecidas en cada una de las etapas de la 
migración. La cooperación entre las autorida-
des encargadas de la búsqueda en los países de 
origen, de tránsito y de destino debe garantizar 
el intercambio rápido y seguro de información 
y de documentación que pueda llevar a locali-
zar a las personas desaparecidas en el país de 
tránsito o de destino. Con el pleno respeto de 
las normas internacionales sobre no devolución, 
los Estados deben velar por que el registro de 

migrantes en los controles fronterizos se de-
sarrolle de acuerdo con el examen individual de 
toda solicitud de ingreso, de manera que per-
mita una búsqueda efectiva, en caso de desapa-
rición de una persona. 

4. La participación de los familiares y allegados 
de personas sometidas a desaparición en ru-
tas de migración en los procesos de búsqueda 
requiere instrumentos particulares que permi-
tan su participación efectiva desde los países 
donde habitan. Sus conocimientos y los de las 
organizaciones con experiencia en el acompa-
ñamiento de migrantes deben ser incluidos en 
el diseño de las estrategias y medidas para la 
búsqueda de migrantes desaparecidos.

5. Los Estados deben adoptar políticas de protec-
ción de las víctimas de desaparición forzada en 
todas las etapas de la migración, para evitar su 
revictimización, en particular cuando se trate de 
mujeres y/o de niños y niñas no acompañados.

Principio 10. 
La búsqueda debe ser organizada 
de manera eficiente

1. Cada Estado en que se dan casos de desapa-
rición forzada o de desapariciones cometidas 
por personas o grupos que actúan sin la au-
torización, el apoyo o la aquiescencia del Es-
tado debe contar con instituciones competen-
tes, capacitadas para la búsqueda de personas 
desaparecidas. 

2. Las autoridades encargadas de la búsqueda 
deben contar con las facultades legales y los 
recursos financieros y técnicos necesarios, con 
una estructura administrativa y un presupuesto 
que les asegure la realización de las activida-
des de búsqueda con la prontitud, la capaci-
dad técnica, la seguridad y la confidencialidad 
requeridas. También deben contar con el per-
sonal profesional necesario, con capacitación 
técnica y humana adecuada, incluida aquella 
en protección con enfoque diferencial, y con 
los medios logísticos y técnico-científicos ac-
tualizados que provengan de todas las disci-
plinas relevantes para una búsqueda efectiva 
y exhaustiva. Deben tener capacidad para des-
plazarse a los lugares que sea preciso visitar. 
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Cuando sea necesario, y así lo requieran, de-
ben contar con la protección adecuada.

3. Las autoridades con competencia para reali-
zar acciones de búsqueda deben contar con 
plenas facultades para tener acceso irrestric-
to y sin necesidad de preaviso a todos los lu-
gares donde podrían encontrarse las personas 
desaparecidas, incluidas las instalaciones mi-
litares y de policía y los recintos privados. 
Cuando resulte necesario, deben tener la fa-
cultad de intervenir para asegurar la preser-
vación de sitios relevantes para la búsqueda.

4. Las autoridades a cargo de la búsqueda deben 
tener acceso, sin restricciones, a toda infor-
mación, documentos o bases de datos, inclu-
sive aquellos considerados como de seguri-
dad nacional, a los registros y archivos de las 
fuerzas de seguridad, militares y de policía 
y de instituciones particulares, que conside-
ren necesarios para la búsqueda y localiza-
ción de las personas desaparecidas. Cuando 
resulte necesario, deben tener la facultad de 
intervenir para asegurar la preservación de 
documentos relevantes para la búsqueda.

Principio 11. 
La búsqueda debe usar la información de 
manera apropiada

1. Las autoridades encargadas de la búsqueda 
deben tomar decisiones con base en toda la 
información y documentación disponible y/o 
recaudada. La información sobre la búsqueda 
debe ser registrada en forma completa, minu-
ciosa y apropiada. 

2. Los Estados deben establecer registros y ban-
cos de datos sobre personas desaparecidas 
que cubran todo el territorio nacional y que 
permitan desglosar, entre otros, la autoridad 
que ingresa los datos; las fechas en que una 
persona fue dada por desaparecida, encontra-
da con vida, exhumado su cuerpo, sus restos 
mortales fueron identificados o entregados; 
y las investigaciones que permitan estable-
cer si se trató de una desaparición forzada y 
el motivo de la desaparición. Estos registros 
y bancos de datos deben ser actualizados de 
manera permanente. 

3. Los datos pertinentes que hayan sido recaba-
dos durante una búsqueda deben ser integrados 
de manera diligente y expedita al registro de 
personas desaparecidas para que estén dispo-
nibles para otras búsquedas. Las experiencias 
acumuladas durante los procesos de búsque-
da también deben ser registradas, analizadas 
y preservadas. 

4. Los registros y bancos de datos deben man-
tenerse incluso después de que la búsqueda 
ha concluido, cuando la persona ha sido lo-
calizada, identificada y puesta bajo la pro-
tección de la ley o cuando sus restos mor-
tales o su identidad han sido restituidos. 
La información y documentación de los 
procesos de búsqueda concluidos debe ser 
preservada en archivos a los cuales deben 
tener acceso las autoridades encargadas de 
la búsqueda.

5. Las autoridades encargadas de la búsqueda de-
ben usar adecuadamente otros registros y ban-
cos de datos que contengan información sobre 
nacimientos, adopciones, fallecimientos, mi-
gración e inmigración, entre otros, que puedan 
ser relevantes para buscar, localizar e iden-
tificar personas desaparecidas. Los Estados 
tomarán las medidas necesarias para que las 
autoridades encargadas de la búsqueda puedan 
tener acceso a la información que reposa en re-
gistros y bases de datos de otros países.

6. La recolección, la protección y el análisis de 
todos los datos y toda la información obteni-
da que puede conducir a localizar a la persona 
desaparecida y a establecer su suerte, como las 
conexiones telefónicas o las grabaciones de vi-
deo, deben ser prioritarias desde el primer mo-
mento. La omisión de recolectar estos datos, 
así como su pérdida o destrucción deben ser 
consideradas como faltas graves de los funcio-
narios a cargo.

7. Los Estados deben establecer bancos de da-
tos con elementos relevantes para la búsque-
da, incluidos bancos genéticos y sistemas de 
consulta de estas bases de datos, que permi-
tan obtener resultados rápidos. Estas bases 
de datos deben diseñarse con un enfoque in-
terdisciplinario y con miras a su compatibi-
lidad mutua. Al establecer bancos de datos 
genéticos se debe prever que:
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a)  La autoridad administradora del banco 
de datos genéticos disponga de un mar-
co legal adecuado, que garantice el fun-
cionamiento de este banco bajo criterios 
exclusivamente profesionales, indepen-
dientemente de la institución a la cual esté 
adscrita;

b) Las informaciones personales, inclusi-
ve los datos médicos o genéticos, que se 
recaben y/o transmitan en el marco de 
la búsqueda de una persona desapareci-
da no puedan ser utilizadas o reveladas 
con fines distintos de la búsqueda, sin 
perjuicio de su utilización en procedi-
mientos penales relativos a un delito de 
desaparición forzada o en ejercicio del 
derecho a obtener reparación. La reco-
pilación, el tratamiento, el uso y la con-
servación de informaciones personales, 
incluidos los datos médicos o genéti-
cos, no debe infringir o tener el efecto 
de infringir los derechos humanos, las 
libertades fundamentales y la dignidad 
de la persona;

c) Los datos personales contenidos en esas 
bases de datos y la cadena de custodia 
sean debidamente protegidos y técnica-
mente preservados.

8. Los Estados deben asegurar que el manejo de 
las bases de datos y de los registros de perso-
nas desaparecidas respete la intimidad de las 
víctimas y la confidencialidad de la informa-
ción.

Principio 12. 
La búsqueda debe ser coordinada

1. La búsqueda debe estar centralizada en un ór-
gano competente, o coordinada por este, que 
garantice una efectiva coordinación con todas 
las demás entidades cuya cooperación es ne-
cesaria para que la búsqueda sea efectiva, ex-
haustiva y expedita.

2. En ningún caso las estructuras descentra-
lizadas (sean federales, autonómicas, mu-
nicipales u otras) de un país deben ser un 
obstáculo para una búsqueda efectiva. Los 

Estados deben garantizar, en su legislación y 
mediante reglamentación administrativa o de 
otra índole, que la búsqueda sea coordinada 
en todos los órganos y en todos los niveles 
del Estado.

3. Cuando existan indicios de que una persona 
desaparecida pueda encontrarse en otro país, 
en condición de migrante, refugiado o vícti-
ma de trata de personas, las autoridades en-
cargadas de la búsqueda deben acudir a todos 
los mecanismos nacionales e internacionales 
de cooperación disponibles y, de ser necesa-
rio, crearlos.

4. Los Estados deben tomar las medidas ne-
cesarias para garantizar la transferencia de 
conocimientos y tecnología necesarios para 
los procesos de búsqueda, incluidos los que 
tengan las organizaciones nacionales o inter-
nacionales especializadas en la búsqueda de 
personas desaparecidas y en la identificación 
de restos humanos. Sus experiencias deben 
ser incorporadas en la creación de las entida-
des que realizan la búsqueda, la definición de 
sus procedimientos y la capacitación perma-
nente de su personal.

Principio 13. 
La búsqueda debe interrelacionarse 
con la investigación penal

1. La búsqueda de la persona desaparecida y la 
investigación penal de los responsables de la 
desaparición deben reforzarse mutuamente. El 
proceso de búsqueda integral de las personas 
desaparecidas debe iniciarse y llevarse a cabo 
con la misma efectividad que la investigación 
criminal. 

2. Cuando la búsqueda es realizada por auto-
ridades no judiciales independientes de las 
que integran el sistema de justicia, se deben 
establecer mecanismos y procedimientos de 
articulación, coordinación e intercambio de 
información entre ellas y las que llevan la 
investigación criminal, de manera que se 
garantice la retroalimentación, regular y sin 
demora, entre los avances y resultados ob-
tenidos por ambas entidades. Las compe-
tencias de ambas instituciones deben estar 
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claramente definidas en la ley, para evitar 
que se sobrepongan e interfieran entre sí y 
para asegurar que puedan ser complementa-
rias. La existencia de mecanismos y procedi-
mientos de búsqueda a cargo de entidades ad-
ministrativas, no judiciales o de otra índole, 
no puede ser invocada como obstáculo para la 
realización de investigaciones penales o para 
la sustitución de estas. 

3. Si el proceso de búsqueda está a cargo de sec-
ciones o unidades especializadas dentro de 
las entidades encargadas de la investigación 
criminal (fiscalías, procuradurías o juzgados 
de instrucción criminal), se debe dar la misma 
atención a la búsqueda que a la investigación 
criminal. La información obtenida en la in-
vestigación relativa al delito de desaparición 
forzada debe ser usada de manera eficiente y 
expedita para la búsqueda de la persona des-
aparecida y viceversa. La distribución del 
personal profesional capacitado debe reflejar 
que la búsqueda y la investigación requieren 
la misma atención.

4. La terminación de la investigación criminal, 
así como la eventual sentencia condenato-
ria o absolutoria de las personas acusadas 
de haber cometido un delito de desaparición 
forzada o la declaración de ausencia por des-
aparición, no deben ser un obstáculo para 
continuar con las actividades de búsqueda, ni 
pueden ser invocadas para suspenderlas. Es-
tas deben mantenerse hasta tanto no se hayan 
determinado con certeza las circunstancias 
de la desaparición, así como la suerte y el pa-
radero de la persona desaparecida.

Principio 14. 
La búsqueda debe desarrollarse 
en condiciones seguras

1. En el desarrollo del proceso de búsqueda, 
la protección de las víctimas debe ser ga-
rantizada por las autoridades competentes, 
en todo momento, independientemente del 
grado de participación que decidan tener en 
la búsqueda. Las personas que en el marco 
de la búsqueda y/o investigación ofrezcan 
testimonios, declaraciones o apoyo deben 

gozar de medidas de protección específicas, 
que atiendan las necesidades particulares de 
cada caso. Toda medida de protección debe 
tener en cuenta las características específicas 
e individuales de las personas a proteger.

2. Los Estados tienen que proveer apoyo econó-
mico a las víctimas que buscan a una persona 
desaparecida, tomando en cuenta el daño que 
se causa como consecuencia de la desapari-
ción de un familiar en la economía familiar y 
los gastos adicionales que se tienen que asu-
mir en el proceso de búsqueda, como trans-
porte, alojamiento, pérdida de horas labora-
les y otros. 

3. Los funcionarios encargados de la búsque-
da deben tomar en cuenta los riesgos para 
la salud física y mental que las personas y 
comunidades pueden experimentar durante 
todo el proceso de búsqueda, como los que 
se derivan del descubrimiento de la suerte 
de un familiar o de la frustración de no en-
contrar ninguna información. En cualquier 
momento en el que se identifique un ries-
go, desde el inicio de la búsqueda hasta in-
cluso después de la entrega de la persona 
desaparecida, las autoridades competentes 
deberán ofrecer acompañamiento integral a 
las víctimas y a todas las personas involu-
cradas en la búsqueda. Toda medida de pro-
tección debe respetar el derecho a la priva-
cidad de los beneficiarios. Debe contar con 
su aval previo y quedar sometida a la revi-
sión cuando ellos lo pidan. El Estado debe 
permitir y facilitar medidas no estatales de 
protección.

4. Los Estados deben asegurar la coordinación 
interinstitucional de las entidades a cargo de 
las medidas de protección. 

Principio 15. 
La búsqueda debe ser independiente 
e imparcial

1. Las entidades encargadas de la búsqueda 
deben ser independientes y autónomas y 
deberán desempeñar todas sus funciones 
con respeto del principio del debido proce-
so. Todo el personal, incluido el auxiliar y 
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el administrativo, debe ofrecer garantías de 
independencia, imparcialidad, competencia 
profesional, capacidad para realizar su 
trabajo con enfoque diferencial, sensibilidad 
e integridad moral. 

2. Las entidades encargadas de la búsqueda 
en ningún caso podrán estar jerárquica-
mente subordinadas a cualquier institu-
ción, dependencia o persona que pueda 
estar implicada en casos de desaparición 
forzada.

3. Ninguna persona puede participar o estar 
en condiciones de influir en el curso de la 
búsqueda si se sospecha que ha participado 
en una desaparición forzada. Cuando una tal 
sospecha concierna a una persona que traba-
ja en una institución encargada de la búsque-
da o que colabora con esta, se la relevará de 
inmediato de las funciones de búsqueda a su 
cargo.

4. Los Estados tomarán las medidas necesarias 
para garantizar que, en el desempeño de sus 
labores, la entidad encargada de la búsqueda 
esté libre de influencias, alicientes, presio-
nes, amenazas o intromisiones indebidas, 
sean directas o indirectas, de cualesquiera 
sectores o por cualquier motivo.

Principio 16. 
La búsqueda debe regirse por 
protocolos que sean públicos

1. Los protocolos que se aplican para la bús-
queda son una herramienta importante para 
garantizar la efectividad y la transparencia de 
la búsqueda. Deben permitir la supervisión 
de la misma por las autoridades competentes, 
las víctimas y todas las personas con un in-
terés legítimo de conocerlos y supervisarlos. 
Estos protocolos deben ser públicos.

2. Una búsqueda ágil y efectiva puede a veces 
requerir innovación y creatividad, lo que 
puede llevar a la modificación de los proto-
colos existentes. Las innovaciones deben es-
tar fundadas y ser transparentes.

3. Los protocolos de búsqueda deberán ser re-
visados y actualizados periódicamente o 
cada vez que sea necesario, para responder 
a aprendizajes, innovaciones y buenas prác-
ticas que inicialmente no habían sido previs-
tas. Toda actualización o revisión de los pro-
tocolos deberá ser fundada y transparente. 

4. El cumplimiento de los protocolos y de otras nor-
mas que rigen la búsqueda debe ser supervisado 
de manera efectiva por instancias competentes.
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